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SEGUNDA ÉPOCA

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO MEDIAN-
TE EL CUAL SE EMITE EL CÓDIGO DE

PROCEDIMIENTOS Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MICHOACÁN, PRESENTADO POR

EL DIPUTADO RAYMUNDO ARREOLA ORTEGA, IN-
TEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

Dip. Raymundo Arreola Ortega,
Presidente de la Mesa Directiva
del H. Congreso del Estado de
Michoacán de Ocampo.
Presente.

Raymundo Arreola Ortega, Diputado integran-
te de esta Septuagésima Tercera Legislatura
Constitucional del Congreso del Estado de Michoacán
de Ocampo, en ejercicio de las facultades que me con-
fieren los artículos 36 fracción II y 44 fracción I de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Michoacán de Ocampo; y 8° fracción II, 234 y 235 de
la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del
Estado de Michoacán de Ocampo, presento al Pleno
de esta Soberanía Iniciativa de Decreto por el que se
emite el Código de Procedimiento y Justicia Administrati-
va del Estado de Michoacán, bajo la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El veintisiete de mayo del dos mil dieciséis,
se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el
decreto por el que se Reforman, adicionan y Derogan
Diversas Disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Com-
bate a la Corrupción.

En dicha reforma se planteó la necesidad de
«...crear el Sistema Nacional Anticorrupción como una
instancia de coordinación entre las autoridades de
todos los orden es de gobierno competentes en la
prevención, detección y sanción de responsabilida-
des administrativas y hechos de corrupción, así como
en la fiscalización y control de recursos públicos», y
que dichos sistemas se integrará por las instancias
administrativas y jurisdiccionales encargadas de la
identificación, prevención, supervisión, investigación
y sanción de hechos, no solo del servidor público o
particular que realicen hechos conocidos o identifi-
cados como de corrupción en contra de la
administración pública, sino también en aquellos
casos en que su función o cargo o comisión las reali-
ce en contra de los principios de legalidad, honradez,
lealtad, imparcialidad y eficiencia.

Para tal efecto se consideró de suma impor-
tancia transformar al Tribual Federal de Justicia Fiscal
y Administrativa en Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, modificando su estructura orgánica y
asignándole nuevas competencias a las ya conferi-
das, hasta antes de la reforma, por la fracción XXIX-H
del artículo 73 de la Constitución Federal.

Así pues, a dicho órgano jurisdiccional, co-
rresponde ahora, imponer las sanciones a los
servidores públicos de los tres poderes y órganos
constitucionales autónomos de la federación y, en

su caso, de las entidades federativas y municipios,
por las responsabilidades administrativas graves y a
los particulares que participen en hechos vinculados
con dichas responsabilidades, así como fincar a los
responsables el pago de las indemnizaciones y san-
ciones pecuniarias.

En este contexto, el pasado 18 de julio del
año en curso, se publicó en el Periódico Oficial del
Estado de Michoacán, el marco normativo que confor-
ma el Sistema Estatal Anticorrupción, el cual
constituye un paso toral para responder a la deman-
da nacional y local de combatir, en todos sus ámbitos,
la corrupción reforma la cual impacto varios ordena-
mientos jurídicos a nivel local, entre ellos el Código
de Justicia Administrativa dotando de legalidad a los
magistrados del tribunal de justicia administrativa
para el conocimiento de los asuntos de actos graves
de corrupción estableciendo incluso un procedimien-
to especial para la tramitación de los expedientes que
se tramitaran respecto de esta materia anticorrup-
ción.

Si bien es cierto que se ha cumplido con el
mandato constitucional de la instauración del nuevo
sisea estatal anticorrupción, cierto es que nuestro
actual código data de hace diez años, y que en el dic-
tamen de aprobación de las reformas en comento única
y exclusivamente se ocuparon de la adecuación del
Código en cuanto a la instauración de esta nueva
materia, sin embargo con base a la reforma constitu-
cional de derechos humanos del año 2011, impacto
de manera general todas las materias en cuento a la
interpretación de criterios en el actuar de todas las
autoridades y sobre todo de todas las legislaciones,
entre ellas, la de materia administrativa, tan es así
que el poder judicial de la federación desde nuestro
órgano máximo de impartición de justicia ha dictado
múltiples jurisprudencias, que impactan obligatoria-
mente en la interpretación que hacen los tribunales
administrativos tanto del propio poder judicial de la
federación como los del orden federal y estatales en
materia administrativa, lo que conlleva a actualizar
dichos criterios de interpretación en la norma local
de la materia como lo es el código de justicia admi-
nistrativa a efecto de dotar de plena certeza jurídica
no solo a los operadores jurídicos encargados de apli-
car dicho documento normativo como son autoridades
administrativas y jurisdiccionales si no a la ciudada-
nía en general que en determinado momento deba
hacer uso de esta herramienta ya sea por un procedi-
miento administrativo o jurisdiccional.

Es por ello que se planta la necesidad de ex-
pedir un nuevo código de justicia administrativa que
incluya todas aquella reformas recientemente hechas
en la implementación del nuevo sistema estatal anti-
corrupción como todos aquellos criterios de
interpretación hechos por los tribunales federales que
impactan tanto en el actuar e interpretación en la
justicia administrativa local pero sobre todo en los
procedimientos administrativos ante autoridades lo-
cales estatales y municipales.

En la presente propuesta se incluyen tópicos
inexistentes como derechos y obligaciones de los ciu-
dadanos, obligaciones a las autoridades
administrativas, formalidades y plazos de los proce-
dimientos administrativos, entre otros, abonando con
ello al respeto irrestricto de los derechos humanos
de los gobernados, lo que sin duda genera certidum-
bre jurídica.
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En este sentido con el nuevo Código de Pro-
cedimiento y de Justicia Administrativa del Estado
de Michoacán de Ocampo, se pretende darle mayor
funcionalidad a los procedimientos instaurados tan-
to por las autoridades administrativas frente a
particulares, y los ventilados en el Tribunal de Justi-
cia Administrativa.

En virtud de lo expuesto y fundado, someto a
consideración del Pleno la siguiente iniciativa con
carácter de

DECRETO

Se emite el Código de Procedimiento y
Justicia Administrativa del Estado de Michoacán,
para quedar como sigue:

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MICHOACÁN

Libro Primero
Disposiciones Generales

Titulo Primero
De las Disposiciones Generales

Artículo 1°. Las disposiciones del presente
Código son de orden público e interés general y tie-
nen por objeto regular los actos y procedimientos
administrativos de las dependencias y entidades de
la administración pública centralizada y paraestatal
del Estado de Michoacán de Ocampo y de sus munici-
pios. Así como garantizar el acceso a la justicia
administrativa en el Estado de Michoacán, la cual se
impartirá por el Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán de Ocampo.

Además de los procedimientos en materia de
responsabilidades administrativas contra los servi-
dores públicos de la administración, para imponer las
sanciones por los actos u omisiones en que éstos
incurran y las que correspondan a los particulares.

Artículo 2°. En tratándose de actos y resolu-
ciones administrativas fiscales, este Código será
aplicable, únicamente en lo relativo al contenido de
los Libros Cuarto y Quinto, quedando a salvo las dis-
posiciones de las leyes fiscales, hasta la emisión de
la resolución definitiva por parte de las autoridades
fiscales.

Quedan excluidos de la aplicación de este
Código, los actos y procedimientos administrativos
relacionados con las materias de carácter financiero;
los actos relativos a la actuación del Ministerio Pú-
blico en ejercicio de sus atribuciones constitucionales
y legales, relacionadas con la investigación y perse-
cución del delito, ejecución de las sanciones penales,
los de seguridad pública, los actos relativos a las san-
ciones impuestas a los Agentes del Ministerio Público,
agentes de investigación y análisis, peritos o quie-
nes realicen funciones sustantivas en la Procuraduría
General de Justicia del Estado de Michoacán de Ocam-
po; electoral; participación ciudadana; de la
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y
descentralizadas de educación superior; Tribunal de
Conciliación y Arbitraje y de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos, en cuanto a las quejas de que
conozca y recomendaciones que formule.

Título Segundo
Relaciones entre las Autoridades

y los Particulares

Capítulo Primero
De los Derechos y Obligaciones

de los Particulares

Artículo 3°. Los particulares y, en su caso los
interesados, tienen los siguientes derechos frente a
las autoridades:

I. Ser tratados con respeto, diligencia y cortesía;
II. Conocer, en cualquier momento, el estado que
guardan los expedientes en los que acredite su con-
dición de interesado y obtener, previo pago de los
derechos correspondientes, copias certificadas de
documentos contenidos en ellos;
III. Conocer la identidad de la autoridad y al personal
al servicio del órgano administrativo bajo cuya res-
ponsabilidad se tramiten los expedientes;
IV. Obtener la devolución de los documentos origina-
les que hayan presentado, siempre que acompañen
copia simple de los mismos para su previo cotejo, salvo
que se trate de documentos que deban obrar en origi-
nal dentro del procedimiento;
V. Contar con la asistencia de un traductor, en caso
de no hablar el idioma español;
VI. Ofrecer y aportar las pruebas, desahogar las ad-
mitidas y formular alegatos;
VII. Obtener información y orientación acerca de los
requisitos jurídicos o técnicos que las normas im-
pongan a los trámites, proyectos, actuaciones o
solicitudes que se propongan realizar ante las auto-
ridades administrativas;
VIII. Hacerse acompañar de abogado o persona de su
confianza en las comparecencias a que sean citados;
IX. Recibir de las autoridades administrativas infor-
mación clara y completa sobre los medios de defensa
que otorgan las leyes para impugnar los actos admi-
nistrativos;
X. Ser escuchados por las autoridades o los servido-
res públicos cuando así lo soliciten; y
XI. Los demás que les concedan las disposiciones
jurídicas aplicables.

Artículo 4°. Son obligaciones de los particula-
res y, en su caso, de los interesados, frente a las
autoridades las siguientes:

I. Abstenerse de formular pretensiones ilegales, es-
grimir hechos contrarios a la verdad o promover
diligencias meramente dilatorias;
II. Abstenerse de presentar documentos no exigidos
por las normas aplicables o que ya se encuentren en
poder de la autoridad actuante; y
III. Colaborar para el esclarecimiento de los hechos y
la investigación de la verdad.

Capítulo Segundo
De las Obligaciones de las Autoridades

Artículo 5°. Las autoridades tendrán, frente a
los particulares, las siguientes obligaciones:

I. Tratarlos con respeto, diligencia, cortesía y facilitar
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus
obligaciones;
II. Solicitar su comparecencia, previa citación en la
que se hará constar expresamente el lugar, fecha,
hora y objeto de la comparecencia, los efectos de no
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atenderla y el derecho del citado a hacerse acompa-
ñar de abogado o persona de su confianza;
III. Requerir informes, documentos y otros datos du-
rante la realización de visitas de verificación o
inspección y visitas domiciliarias, sólo en los casos
previstos por este Código u otras leyes;
IV. Hacer de su conocimiento el estado en que se
encuentren los procedimientos en los que acrediten
la condición de interesados y proporcionarles copia
de los documentos contenidos en ellos, previa solici-
tud;
V. Recibir y hacer constar la presentación de los do-
cumentos originales, la constancia se hará en las
copias de los documentos que se presenten junto con
los originales;
VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar
información que no sean exigidos por las normas apli-
cables al procedimiento o que ya se encuentren en el
expediente que se está tramitando, sin perjuicio de
lo que establece el artículo 50 de este Código;
VII. Admitir las pruebas en los términos previstos
por este Código u otras leyes y recibir alegatos, los
que deberán ser tomados en cuenta por la autoridad
al dictar resolución;
VIII. Proporcionar la información contenida en sus
registros y archivos en los términos previstos en este
Código u otras leyes;
IX. Proporcionar información y orientación sobre los
requisitos jurídicos o técnicos que las normas vigen-
tes impongan en los trámites, proyectos, actuaciones
o solicitudes que se propongan realizar ante las au-
toridades administrativas;
X. Procurar las medidas oportunas para remover los
obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejer-
cicio pleno de los derechos de los interesados o el
respeto a sus intereses jurídicos, disponiendo lo ne-
cesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la
tramitación del procedimiento;
XI. Dictar resolución expresa sobre las peticiones que
les formulen, dentro de los plazos legales;
XII. Guardar absoluta reserva de las declaraciones y
datos suministrados por los particulares o por terce-
ros con ellos relacionados, salvo disposición legal
expresa en contrario o que sean requeridos por auto-
ridad competente;
XIII. Dar a conocer la identidad de la autoridad y per-
sonal al servicio del órgano administrativo bajo cuya
responsabilidad se tramiten los expedientes; y
XIV. En la sustanciación de procedimientos en que
estén relacionados niñas, niños y adolescentes, es-
tán obligados a atender los principios de la Ley de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado
de Michoacán de Ocampo.
XV. Las demás que señale este Código u otras dispo-
siciones jurídicas aplicables.

Título Tercero
Formalidades

Capítulo Único
De las Formalidades

Artículo 6°. Los escritos, actuaciones o infor-
mes que realicen las autoridades o los interesados
se redactarán en idioma español. Los documentos
redactados en otro idioma o lengua, deberán acompa-
ñarse de su respectiva traducción y, en su caso,
cuando así se requiera, de su certificación. A falta de
traducción, la autoridad la obtendrá de manera ofi-
ciosa, de traductor adscrito a instituciones públicas
o reconocido por éstas.

Artículo 7°. Toda promoción deberá estar fir-
mada por quien la formule y sin este requisito se
tendrá por no presentada.

Cuando el promovente no sepa o no pueda
firmar autógrafamente, imprimirá su huella digital y
firmará otra persona a su ruego.

Artículo 8°. Las promociones y actuaciones se
presentarán o realizarán en forma escrita.

Para documentar el procedimiento podrán uti-
lizarse impresos que estén legalmente autorizados,
así como los elementos incorporables a un sistema
de compilación y reproducción mecánico, electrónico,
óptico o de cualquier otra tecnología, que garantice
su conservación y recuperación auténtica, íntegra e
inalterada.

Cuando una diligencia se practique de mane-
ra oral, deberá documentarse inmediatamente su
desarrollo.

Artículo 9°. En las actuaciones, se escribirán
con número y letra las fechas y cantidades, en caso
de diferencia se atenderá a la letra, salvo prueba en
contrario. No se emplearán abreviaturas ni se enmen-
darán las frases equivocadas, sobre las que sólo se
pondrá una línea delgada que permita la lectura, sal-
vándose con toda precisión el error cometido.

Artículo 10. En caso de duda sobre la autenti-
cidad de una firma, sea autógrafa o electrónica, la
autoridad deberá llamar al interesado, dándole un
plazo de tres días, para que en su presencia ratifique
la firma y el contenido de la promoción. Si el intere-
sado negare la firma o el contenido del escrito, se
rehusare a contestar o no compareciere, se tendrá
por no presentada la promoción.

Artículo 11. Las autoridades pueden habilitar
los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa jus-
tificada que lo exija, expresando cuál sea ésta y las
diligencias que hayan de practicarse, notificando al
interesado. Si una diligencia se inició en día y hora
hábiles, puede llevarse hasta su fin sin interrupción
y sin necesidad de habilitación expresa.

Queda prohibida la habilitación que produzca
o pueda producir el efecto de que se otorgue un nue-
vo plazo o se amplíe éste para interponer medios de
impugnación.

Artículo 12. Cuando por cualquier circunstan-
cia no se lleve a cabo una actuación o diligencia en el
día y hora señalados, la autoridad hará constar la ra-
zón por la que no se practicó y, de ser procedente,
señalará nueva fecha y hora para su desahogo.

Artículo 13. Las autoridades podrán ordenar,
de oficio o a petición de parte, subsanar las irregula-
ridades u omisiones que observen en la tramitación
del procedimiento o proceso para el sólo efecto de
regularizar el mismo, sin que ello implique que pue-
dan revocar sus resoluciones.

Artículo 14. Cuando se destruyan o extravíen
los expedientes o alguna de sus piezas, la autoridad,
de oficio o a petición de parte ordenará su reposición.
Los interesados coadyuvarán con la autoridad en la
reposición del expediente, proporcionando las cons-
tancias que obren en su poder.
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En el caso del procedimiento administrativo,
la reposición se hará con cargo al presupuesto de la
dependencia o entidad de la administración pública
estatal o municipal, sin perjuicio de que repita con-
tra el servidor público responsable de la destrucción
o el extravío. Si existe motivo para suponer la comi-
sión de un delito, la autoridad dará vista al Ministerio
Público.

Artículo 15. En el procedimiento o proceso no
procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acre-
ditar su personalidad en los términos del presente
Código, salvo los casos de actos administrativos que
impliquen privación de la libertad.

Artículo 16. Los interesados tienen en todo
momento el derecho de obtener información sobre los
procedimientos en que intervengan o tuvieren inte-
rés jurídico y el estado en que se encuentran, así
como el acceso a los expedientes que con motivo de
sus solicitudes o por mandato legal, formen las auto-
ridades. Cuando lo soliciten se expedirán a su costa,
copias y certificaciones de los documentos que obren
en los expedientes, previo el pago de derechos.

Sólo podrá negarse la información o el acceso
a los expedientes cuando se trate de información re-
servada o confidencial en los términos de las leyes
aplicables.

Las informaciones, copias y certificaciones
solicitadas bajo el amparo de este artículo, serán pro-
porcionadas dentro del plazo de veinte días.

Las autoridades podrán expedir copias sim-
ples a los interesados, sin necesidad de emitir
acuerdo escrito.

Artículo 17. El contenido de los mensajes de
datos que contengan firma electrónica, relativos a las
resoluciones, actuaciones, notificaciones y promocio-
nes que se realicen utilizando medios electrónicos,
deberán conservarse en archivos electrónicos y ha-
cerse constar íntegramente en forma impresa,
integrando expediente, cuando así lo soliciten expre-
samente los interesados o lo determine la autoridad
competente.

Título Cuarto
Correcciones Disciplinarias

y Medios de Apremio

Capítulo Primero
De las Correcciones Disciplinarias

Artículo 18. Las autoridades, tienen el deber
de mantener el buen orden y de exigir que se les guar-
de el respeto y consideración debidos, para ello podrán
imponer, de acuerdo a la gravedad de la falta, las si-
guientes correcciones disciplinarias:

I. Apercibimiento;
II. Amonestación;
III. Multa equivalente al monto de diez a doscientas
veces la Unidad de Medida y Actualización diaria. Si
el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la
multa no deberá exceder de un día de salario y tra-
tándose de personas no asalariadas, el equivalente a
un día de su ingreso;

IV. Expulsión del local, en caso necesario; o
V. Arresto administrativo hasta por treinta y seis ho-
ras.

Si los hechos constituyen una falta adminis-
trativa o un delito, la autoridad ordenará que se
levante acta circunstanciada y se dé vista a la autori-
dad competente.

Artículo 19. Dentro de los tres días siguientes
de haberse hecho saber una corrección disciplinaria,
la persona a quien se hubiera impuesto, podrá ser
oída por la autoridad. Recibida la petición, la autori-
dad citará al interesado, dentro de los ocho días
siguientes, a una audiencia en la que, después de
escuchar lo que expusiere en su descargo, se resol-
verá en el mismo acto.
La resolución que se emita no admitirá recurso algu-
no.

Capítulo Segundo
De los Medios de Apremio

Artículo 20. Las autoridades, para hacer cum-
plir sus determinaciones, podrán emplear, en el orden
que se establece, los siguientes medios de apremio:

I. Apercibimiento;
II. Multa equivalente al monto de diez a doscientas
veces la Unidad de Medida y Actualización diaria. Si
el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la
multa no deberá exceder de un día de salario y tra-
tándose de personas no asalariadas, el equivalente a
un día de su ingreso;
III. Requerimiento al superior jerárquico de la auto-
ridad obligada al cumplimiento de un mandato en el
caso del Tribunal o Juzgados; y
IV. Auxilio de la fuerza pública.

En caso de que persista el incumplimiento
que dio origen al medio de apremio, la autoridad dará
vista al Ministerio Público.

Artículo 21. Las multas tendrán el carácter de
créditos fiscales y se harán efectivas por los fiscos
del Estado o de los municipios, para lo cual se girará
el oficio correspondiente. Aquéllos informarán a la
autoridad el haber hecho efectiva la multa, señalan-
do los datos que acrediten su cobro.

Título Quinto
Impedimentos

Capítulo Único
De los Impedimentos

Artículo 22. Los servidores públicos estarán
impedidos para intervenir o conocer de un procedi-
miento o proceso cuando:

I. Tengan interés directo o indirecto en el asunto de
que se trate;
II. Sean parientes consanguíneos en línea recta sin
limitación de grado, en línea colateral hasta el se-
gundo grado, civiles por afinidad, de alguno de los
interesados, de sus patronos o representantes;
III. Hayan sido patronos o apoderados en el mismo
asunto;
IV. Tengan amistad estrecha o enemistad con alguna
de las partes o con sus patronos o representantes;
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V. Hayan dictado el acto o intervenido con cualquier
carácter en su emisión o en su ejecución;
VI. Figuren como parte en un procedimiento o proce-
so administrativo similar; y
VII. Estén en una situación análoga o más grave que
las anteriores.

Título Sexto
Plazos y Notificaciones

Capítulos Primero
De los Plazos

Artículo 23. Son días hábiles todos los del año,
con exclusión de los sábados, domingos y aquéllos
que señale la Ley del Trabajo de los Servidores Públi-
cos al Servicio del Estado y de los Municipios. Tampoco
son hábiles aquéllos que determine la autoridad o en
los que, por cualquier causa, materialmente no fuere
posible que haya labores. La existencia de personal
de guardia no habilita los días.

Son horas hábiles para la práctica de alguna
diligencia por parte de las autoridades las compren-
didas entre las ocho y las diecinueve horas.

Artículo 24. Cuando este Código u otras leyes
no señalen plazo para la práctica de alguna actuación
o para el ejercicio de un derecho, se tendrán señala-
dos los siguientes:

I. Quince días para desahogo de pruebas; y
II. Tres días para cualquier otro caso.

La autoridad deberá hacer del conocimiento
del interesado dichos plazos.

Artículo 25. Transcurridos los plazos fijados a
los interesados se tendrá por perdido el derecho que
dentro de ellos debió ejercitarse, sin necesidad de
declaratoria en ese sentido, salvo lo previsto en el
artículo 165 de este Código.

Artículo 26. El cómputo de los plazos se suje-
tará a las siguientes reglas:

I. Comenzarán a correr desde el día siguiente al en
que surta efectos la notificación y se incluirán en ellos
el día del vencimiento que se considerará completo;
II. En los plazos fijados en días por las disposiciones
legales o las autoridades, sólo se computarán los
hábiles;
III. Cuando los plazos se fijen por mes o por año, se
entenderá, en el primer caso, que el plazo vence el
mismo día del mes de calendario posterior a aquél en
que se inició, y en el segundo caso, el mismo día del
siguiente año de calendario, a aquél en que se inició.
Cuando no exista el mismo día en los plazos que se
fijen por mes, éste se prorrogará hasta el primer día
hábil del siguiente mes de calendario, en ambos ca-
sos se entenderán comprendidos los días inhábiles;
y
IV. Los plazos señalados en horas se contarán de
momento a momento.

Artículo 27. En los procedimientos los plazos
podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso
fortuito, debidamente fundada y motivada por la au-
toridad competente.

Artículo 28. Si el último día del plazo o la fe-
cha determinada son inhábiles o las oficinas ante las
que se vaya a hacer el trámite permanecen cerradas
durante el horario normal de labores, se prorrogará el
plazo hasta el siguiente día hábil.

Cuando los particulares presenten escritos,
promociones o cualquier trámite por vía electrónica
en hora o día inhábil, se tendrán por presentados en
la primera hora hábil del siguiente día hábil.

Artículo 29. Sin perjuicio de lo establecido en
otras disposiciones jurídicas aplicables, las autori-
dades, de oficio o a petición de parte interesada,
podrán ampliar los plazos establecidos, cuando así lo
exija el asunto y no se perjudiquen los derechos de
los interesados o de terceros. El acuerdo deberá noti-
ficarse personalmente a los interesados y a los
terceros.

Capítulo Segundo
De las Notificaciones

Artículo 30. Las notificaciones se efectuarán
dentro de los siguientes tres días al en que se dicten
las resoluciones o actos respectivos. En todo caso,
se practicarán en días y horas hábiles o habilitados,
con una anticipación de cuarenta y ocho horas, por lo
menos, al momento en que deba efectuarse la actua-
ción o diligencia a que se refieran las mismas, salvo
en el caso de las visitas de verificación e inspección.

Las partes podrán solicitar al Tribunal que las
notificaciones que se les practiquen de todas las ac-
tuaciones del proceso administrativo, se realicen en
la dirección de correo electrónico que para tal efecto
proporcione la parte solicitante, misma que será re-
gistrada en los términos que señale el Reglamento
Interior del Tribunal.

Artículo 31. Las notificaciones deben conte-
ner:

I. El lugar, fecha y hora en que se practiquen;
II. El texto íntegro del acto o resolución;
III. La constancia de que se envió notificación a la
dirección de correo electrónico señalado para tal efec-
to;
IV. La identificación del tipo de procedimiento o pro-
ceso y el número de expediente, incluyendo la
indicación de la autoridad que lo emite y la fecha de
expedición;
V. El fundamento legal en que se apoye la notifica-
ción. En su caso, con la indicación si es o no definitivo
en la vía administrativa el acto que se notifica;
VI. Tratándose de un procedimiento administrativo,
el medio de defensa a través de cuyo ejercicio puede
impugnarse el acto que se notifica, la autoridad com-
petente y el plazo para interponerlo;
VII. Nombre y apellido del interesado o interesados;
Nombre y firma autógrafa de quien practique la dili-
gencia; y
VIII. Nombre y firma autógrafa de quien recibe el ins-
tructivo o, en su caso, la causa por la que no firma o
se niegue a firmar.

Artículo 32. Las notificaciones podrán reali-
zarse:
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I. Personalmente con quien deba entenderse la dili-
gencia, en el domicilio del interesado o en el que se
haya señalado para tal efecto;
II. Mediante oficio entregado por mensajería o correo
certificado con acuse de recibo o telegrama. También
podrá realizarse mediante telefax, medios electróni-
cos o cualquier otro medio similar, cuando así lo haya
autorizado expresamente el promovente o, en caso
urgente, siempre que pueda comprobarse fehaciente-
mente su recepción. En estos supuestos se deberá
dejar constancia en el expediente de la fecha y hora
en que se realizó la recepción de la notificación;
III. En la dirección de correo electrónico señalada por
las partes.

La notificación se tendrá por practicada con
el acuse de recibo electrónico que genere el sistema
del correo electrónico que proporcionen las partes.

El acuse de recibo electrónico deberá certifi-
carse y agregarse al expediente.

La certificación hará las veces de notificación
para las partes.

Las notificaciones en la dirección de correo
electrónico deberán practicarse en días y horas hábi-
les;

IV. Por edictos, cuando se desconozca el domicilio
del interesado o en caso de que la persona a quien
deba notificarse haya desaparecido, se ignore su do-
micilio o se encuentre fuera del territorio del Estado
sin haber dejado representante legal o hubiere falle-
cido y no se conozca al albacea de la sucesión.

Las notificaciones por edictos se realizarán
haciendo publicaciones que contendrán un resumen
de los actos o resoluciones por notificar. Dichas pu-
blicaciones deberán efectuarse por dos veces
consecutivas en el Periódico Oficial del Gobierno del
Estado y en uno de los diarios de mayor circulación
en el territorio estatal;

V. Por estrados ubicados en lugar visible de las ofici-
nas de las autoridades, cuando así lo señale el
interesado o se trate de actos distintos a citaciones,
requerimientos y demás resoluciones o actos que
puedan ser impugnados. En este caso la notificación
contendrá nombre de la persona, número del expe-
diente y síntesis del acuerdo o resolución. En los autos
se hará constar la fecha de la publicación de la lista;
y
VI. En las oficinas de las autoridades, si se presen-
tan los interesados o autoridades a quienes debe
notificarse, incluyendo las que han de practicarse
personalmente o por oficio.

Artículo 33. Las notificaciones que deban ha-
cerse a las autoridades, se harán siempre por oficio.
También podrán realizarse mediante el uso de me-
dios electrónicos o cualquier otro medio, cuando así
lo hayan autorizado expresamente y siempre que pue-
da comprobarse fehacientemente su recepción.

Artículo 34. Las notificaciones personales se
harán en el domicilio señalado en el lugar de ubica-
ción de la autoridad, por correo certificado con acuse
de recibo si el domicilio se encuentra fuera del lugar
de ubicación de la misma, pero en el territorio de la
entidad, o por correo electrónico en los términos de

la fracción III del artículo 32 de este código, cuando
así lo soliciten las partes. Cuando exista imposibili-
dad para hacer la notificación en la forma establecida
en este párrafo, previa acta circunstanciada, se acor-
dará la notificación por estrados de todas las
actuaciones.

Cuando el procedimiento administrativo se
inicie de oficio, las notificaciones se practicarán en
el domicilio registrado ante las autoridades adminis-
trativas.

Las notificaciones se entenderán con el inte-
resado o su representante legal, previo cercioramiento
de su domicilio; a falta de ambos, se dejará citatorio
con cualquier persona mayor de edad que se encuen-
tre en el domicilio para que espere a una hora fija del
día hábil siguiente. Si a quien haya de notificarse no
atiende el citatorio, la notificación se hará por con-
ducto de cualquier persona mayor de edad que se
encuentre en el domicilio en que se realice la diligen-
cia y, de negarse a recibirla o ser menor de edad, se
realizará por instructivo que se fijará en la puerta del
domicilio del interesado. En los casos en que el do-
micilio se encuentre cerrado, la citación o notificación
se entenderá con el vecino mayor de edad más cerca-
no, fijándose una copia adicional en la puerta o lugar
visible del domicilio. Si el vecino se niega a recibir la
citación o notificación o fuere menor de edad, se efec-
tuará por instructivo que se fijará en la puerta del
domicilio del notificado.

En el momento de la notificación se entrega-
rá al notificado o a la persona con quien se entienda
la diligencia, copia simple del documento a que se
refiere la notificación y de sus anexos cuando los
hubiere.

Artículo 35. En las notificaciones, se asentará
razón del envío por correo o entrega de los oficios de
notificación, así como de las notificaciones persona-
les y por estrados. Los acuses de recibo postales y
las piezas certificadas devueltas, se agregarán como
constancias a dichas actuaciones.

Cuando las notificaciones se realicen a tra-
vés de medios electrónicos, se estará a lo dispuesto
en la Ley de la materia.

Artículo 36. Se notificarán personalmente:

I. El primer acuerdo recaído al procedimiento o proce-
so;
II. La resolución definitiva y las interlocutorias que
se dicten en el procedimiento o proceso;
III. Los requerimientos y citaciones a los interesa-
dos;
IV. La que conceda o niegue la suspensión del acto o
resolución impugnado;
V. La que mande citar a un absolvente, testigo o ter-
cero;
VI. En el caso del juicio contencioso administrativo,
la que corra traslado de la demanda, de la contesta-
ción y, en su caso, de las ampliaciones;
VII. Cuando se trate de caso urgente y así lo ordene
la autoridad;
VIII. La primera resolución que se dicte cuando por
cualquier motivo se hubiere suspendido el procedi-
miento o dejado de actuar durante más de dos meses;
IX. El auto de admisión o desechamiento de pruebas;
y
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X. En los demás casos que lo señalen las disposicio-
nes jurídicas aplicables o lo acuerde la autoridad.

Artículo 37. Las notificaciones surtirán sus
efectos el día hábil siguiente a aquél en que se prac-
tiquen.

Artículo 38. Toda notificación que no fuere
hecha conforme lo que dispone este Libro, estará afec-
tada de nulidad.

Toda notificación irregular u omitida, se en-
tenderá legalmente hecha a partir del día en que el
interesado se ostente sabedor de su contenido o haya
ocurrido el acto en el que obre constancia de que el
particular haya tenido conocimiento.

La nulidad de las notificaciones practicadas
irregularmente, se sustanciará en la vía incidental.

Capítulo Segundo
Definiciones

Artículo 39. Para efectos del presente Código,
se entiende por:

I. Acuse de Recibo Electrónico: Constancia que acredi-
ta que un documento digital fue recibido por el
Tribunal y estará sujeto a la misma regulación apli-
cable al uso de una firma electrónica avanzada. En
este caso, el acuse de recibo electrónico identificará
al Pleno que recibió el documento y se presumirá,
salvo prueba en contrario, que el documento digital
fue recibido en la fecha y hora que se consignen en
dicha constancia. El Tribunal establecerá los medios
para que las partes y los autorizados puedan recibir
notificaciones y verificar la autenticidad de los acu-
ses de recibo electrónico;
II. Anulabilidad: El reconocimiento de la autoridad
administrativa, en el sentido de que un acto admi-
nistrativo no cumple con los requisitos de validez que
se establecen en este Código u otras normas; y que
es subsanable por la autoridad administrativa com-
petente al cumplirse con dichos requisitos;
III. Archivo Electrónico: Información contenida en tex-
to, imagen, audio o video generada, enviada, recibida
o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cual-
quier otra tecnología que forma parte del Expediente
Electrónico;
IV. Auditoría Superior: La Auditoría Superior del Esta-
do de Michoacán de Ocampo;
V. Autoridad: El servidor público investido de potes-
tad de mando, que puede dictar, ordenar o ejecutar
actos administrativos que afecten la esfera jurídica
de los particulares, incluso con la fuerza pública, en
virtud de circunstancias legales o de hecho;
VI. Autoridades administrativas: Las enunciadas en el
artículo 1 de este Código o cualquier otra autoridad
facultada por las normas para dictar, ordenar o ejecu-
tar actos administrativos;
VII. Autoridad investigadora: La autoridad que al inte-
rior de la Contraloría, los Órganos Internos de Control
y la Auditoría Superior del Estado, es la encargada de
la investigación de faltas administrativas;
VIII. Autoridad resolutora: Tratándose de faltas admi-
nistrativas no graves lo será la unidad de
responsabilidades administrativas o el servidor pú-
blico asignado en los órganos internos de control. Para
las faltas administrativas graves, así como para las
faltas de particulares, lo será el Tribunal competen-
te;

IX. Autoridad substanciadora: La Secretaría, los órga-
nos internos de control, la Auditoría Superior, las
unidades de responsabilidades de las empresas pro-
ductivas del Estado, que en el ámbito de su
competencia, dirigen y conducen el procedimiento de
responsabilidades administrativas desde la admisión
del Informe de Presunta Responsabilidad Adminis-
trativa y hasta la conclusión de la Audiencia Inicial.
X. Aviso electrónico: Mensaje enviado a la dirección de
correo electrónico de las partes de que se realizará
una notificación por Boletín Jurisdiccional;
XI. Causahabiente: La persona que sucede o se subro-
ga en el derecho de otra;
XII. Clave de acceso: Conjunto único de caracteres
alfanuméricos asignados por el SIT a las partes, como
medio de identificación de las personas facultadas
en el juicio en que promuevan para utilizar el Siste-
ma, y asignarles los privilegios de consulta del
expediente respectivo o envío vía electrónica de pro-
mociones relativas a las actuaciones procesales con
el uso de la firma electrónica avanzada en un Juicio
en Línea;
XIII. Código: El Código de Justicia Administrativa del
Estado de Michoacán de Ocampo;
XIV. Comité: El Comité Coordinador del Sistema Esta-
tal Anticorrupción;
XV. Congreso: El Congreso del Estado de Michoacán
de Ocampo;
XVI. Contraloría: Contraloría Interna o el Órgano In-
terno de Control indistintamente;
XVII. Contraseña: Conjunto único de caracteres alf-
anuméricos, asignados de manera confidencial por el
SIT a los usuarios, la cual permite validar la identifi-
cación de la persona a la que se le asignó una Clave
de Acceso;
XVIII. Dirección de Correo Electrónico: Sistema de co-
municación a través de redes informáticas, señalado
por las partes en el Juicio en Línea;
XIX. Dirección de Correo Electrónico Institucional: Sis-
tema de comunicación a través de redes informáticas,
dentro del dominio definido y proporcionado por los
órganos gubernamentales a los servidores públicos;
XX. Documento Electrónico o Digital: Todo mensaje de
datos que contiene texto o escritura generada, envia-
da, recibida o archivada por medios electrónicos,
ópticos o de cualquier otra tecnología que forma par-
te del Expediente Electrónico;
XXI. Ejecución subsidiaria: Es la realización de actos
por parte de la administración que debió, voluntaria-
mente realizar el particular, con cargo a este mismo;
XXII. Estado: El Estado Libre y Soberano de Michoacán
de Ocampo;
XXIII. Expediente Electrónico: Conjunto de información
contenida en archivos electrónicos o documentos di-
gitales que conforman el juicio en línea,
independientemente de que sea texto, imagen, audio
o video, identificado por un número específico;
XXIV. Faltas administrativas: Las faltas administrati-
vas graves, las faltas administrativas no graves; así
como las faltas de particulares, conforme a lo dis-
puesto en este Código;
XXV. Falta administrativa grave: Las faltas administra-
tivas de los Servidores Públicos catalogadas como
graves en los términos del presente Código, cuya san-
ción corresponde al Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán de Ocampo;
XXVI. Falta administrativa no grave: Las faltas admi-
nistrativas de los Servidores Públicos en los términos
del presente Código, cuya sanción corresponde a la
Secretaría y a los órganos internos de control;
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XXVII. Faltas de particulares: Los actos de personas
físicas o morales privadas que estén vinculados con
faltas administrativas graves de conformidad con lo
señalado en el presente Código;
XXVIII. Firma Electrónica Avanzada: Conjunto de da-
tos consignados en un mensaje electrónico
adjuntados o lógicamente asociados al mismo que
permita identificar a su autor mediante el SIT y que
produce los mismos efectos jurídicos que la firma
autógrafa. La firma electrónica permite actuar en jui-
cio en línea;
XXIX. Incidente: La cuestión que surge dentro del pro-
cedimiento o proceso administrativo, que no se refiere
al negocio o asunto principal, sino a la validez del
proceso en sí mismo;
XXX. Informe de Presunta Responsabilidad Administrati-
va: El instrumento en el que las autoridades
investigadoras describen los hechos relacionados con
alguna de las faltas señaladas en la presente Ley,
exponiendo de forma documentada con las pruebas y
fundamentos, los motivos y presunta responsabili-
dad del Servidor Público o de un particular en la
comisión de faltas administrativas;
XXXI. Interlocutoria: La resolución que se dicta dentro
del procedimiento o proceso administrativo para re-
solver algún incidente;
XXXII. Juicio en la vía sumaria: El juicio administrativo
en aquellos casos a los que se refiere este Código;
XXXIII. Juicio en la vía tradicional: El juicio adminis-
trativo que se substancia recibiendo las promociones
y demás documentales en manuscrito o impresos en
papel, y formando un expediente también en papel,
donde se agregan las actuaciones procesales, inclu-
so en los casos en que sea procedente la vía sumaria
o el juicio de resolución exclusiva de fondo;
XXXIV. Juicio en línea: Substanciación y resolución
del juicio administrativo en todas sus etapas, así como
de los procedimientos previstos en este Código, a tra-
vés del Sistema Informático del Tribunal, incluso en
los casos en que sea procedente la vía sumaria;
XXXV. Ley de Responsabilidades: La Ley de Respon-
sabilidades Administrativas para el Estado de
Michoacán de Ocampo;
XXXVI. Ley Orgánica: La Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo;
XXXVII. Magistrado: Servidor público integrante del
Tribunal de Justicia Administrativa;
XXXVIII. Magistrado Especializado: Servidor público
especializado en anticorrupción y responsabilidades
administrativas del Tribunal de Justicia Administra-
tiva;
XXXIX. Magistrado Instructor: Magistrado del Tribunal
encargado de la prosecución y resolución del proceso;
XL. Normas: Las leyes, reglamentos, decretos, acuer-
dos u otras disposiciones de carácter general, que
rijan en el Estado o los municipios;
XLI. Nulidad: La declaración emanada del órgano com-
petente, cuando un acto administrativo no cumple con
los elementos de validez que se establecen en este
Código y que por lo tanto no genera efectos jurídicos;
XLII. Órganos constitucionales autónomos: Organismos
a los que la Constitución del Estado les otorga expre-
samente autonomía técnica y de gestión, personalidad
jurídica y patrimonio propio;
XLIII. Órganos del Estado: Poderes Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial, Órganos Constitucionales Autónomos
y Gobiernos Municipales, incluyendo en estos últi-
mos y en el Poder Ejecutivo a su administración
pública centralizada, paraestatal, desconcentrada y
de participación general y todos aquellos en que cual-

quier autoridad directa o indirectamente intervenga,
independiente de la denominación que se les otor-
gue;
XLIV. Presidente: El Presidente del Tribunal de Justi-
cia Administrativa del Estado de Michoacán de
Ocampo;
XLV. Procedimiento de Lesividad: El procedimiento in-
coado por las autoridades administrativas, ante el
Tribunal, solicitando la declaración de nulidad de
resoluciones administrativas favorables a los parti-
culares;
XLVI. Registro: El Registro Estatal de Trámites y Ser-
vicios del Estado de Michoacán de Ocampo;
XLVII. Reglamento Interior: El Reglamento Interior del
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Michoacán de Ocampo;
XLVIII. Resolución Administrativa: El acto administra-
tivo que pone fin a un procedimiento, de manera
expresa o presunta en caso del silencio de la autori-
dad competente, que decide todas y cada una de las
cuestiones planteadas por los particulares o previs-
tas por las normas;
XLIX. Pleno: Reunión de Magistrados;
L. Secretaría: La Secretaría de Finanzas y Administra-
ción;
LI. Sistema Estatal Anticorrupción: La instancia de co-
ordinación entre las autoridades del Estado de
Michoacán de Ocampo, competentes en la prevención,
detección y sanción de responsabilidades adminis-
trativas y hechos de corrupción, así como en la
fiscalización y control de recursos públicos;
LII. SIT: Sistema Informático del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Michoacán de Ocampo;
LIII. Tribunal: El Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán de Ocampo; y,
LIV. Unidad: Unidad de Evaluación y Control de la
Comisión Inspectora de la Auditoría Superior de Mi-
choacán, del Congreso.

Libro Segundo
Acto Administrativo

Capítulo Primero
Definición y Validez

Artículo 40. El acto administrativo es la mani-
festación unilateral de voluntad externa, concreta y
ejecutiva, emanada de las autoridades administrati-
vas, en el ejercicio de sus facultades cuya finalidad
es la satisfacción del interés general, que tiene por
objeto, crear, transmitir, declarar, modificar o extin-
guir una situación jurídica concreta.

Artículo 41. Se consideran válidos los actos
administrativos que reúnan los siguientes elemen-
tos de validez:

I. Que sean expedidos por autoridades administrati-
vas competentes, a través de la autoridad facultada
para tal efecto; tratándose de órganos colegiados, que
reúnan las formalidades de la ley o decreto para emi-
tirlo;
II. Que sea emitido sin que en la manifestación de
voluntad de la autoridad competente, medie error de
hecho o de derecho sobre el objeto o fin del acto, dolo,
mala fe o violencia;
III. Que su objeto sea posible de hecho y esté previs-
to por las normas aplicables, determinado o
determinable y preciso en cuanto a las circunstan-
cias de tiempo y lugar;



Página 10 TOMO III, NÚMERO   098 L

SECRETARÍA DE SERVICIOS PARLAMENTARIOS

SEGUNDA ÉPOCA

IV. Que cumpla con la finalidad de interés público,
derivada de las normas que regulen la materia, sin
que puedan perseguirse otros fines distintos de los
que justifican el acto;
V. Que conste por escrito, salvo el caso de la afirma-
tiva o negativa ficta;
VI. Que el acto escrito deberá indicar la autoridad de
la que emane y contendrá la firma del servidor públi-
co correspondiente;
VII. En el caso de la afirmativa ficta, que cuente con
la certificación correspondiente de acuerdo a lo que
establece este Código;
VIII. Que esté fundado y motivado, al citar con preci-
sión el o los preceptos legales aplicables, así como
las circunstancias especiales, razones particulares o
causas inmediatas, que se hayan tenido en conside-
ración para la emisión del acto, debiendo relacionarse
los motivos aducidos y las normas aplicadas al caso y
constar en el propio acto administrativo;
IX. Que se expida de conformidad con el procedimiento
que establecen las normas aplicables y en su defec-
to, por lo dispuesto en este Código; y,
X. Que se expida de manera congruente con lo solici-
tado y resolver expresamente todos los puntos
propuestos por los particulares y previstos por las
normas.

Artículo 42. Son requisitos de validez del acto
administrativo formal, los siguientes:

I. Que señale el lugar y la fecha de su emisión. Tra-
tándose de actos administrativos individuales deberá
hacerse mención en la notificación, de la oficina en
que se encuentra y puede ser consultado el expe-
diente respectivo;
II. Que en el caso de aquellos actos administrativos
que por su contenido tengan que ser notificados per-
sonalmente, deberá hacerse mención de esta
circunstancia en los mismos;
III. Que tratándose de actos administrativos recurri-
bles, deberá mencionarse el término con que se
cuenta para interponer los recursos legales, así como
la autoridad ante la cual pueden ser presentados; y,
IV. Que sea expedido sin que medie error respecto a
la referencia específica de identificación del expedien-
te, documentos o persona.

Artículo 43. Los actos administrativos de ca-
rácter general, tales como reglamentos, decretos,
acuerdos, circulares y formatos, así como los linea-
mientos, criterios, metodologías, instructivos,
directivas, reglas, manuales, disposiciones que ten-
gan por objeto establecer obligaciones específicas
cuando no existan condiciones de competencia y cua-
lesquiera de naturaleza análoga a los actos anteriores,
que expidan las dependencias y organismos descen-
tralizados de la administración pública estatal o
municipal, deberán publicarse en el Periódico Oficial
del Estado y en el Registro para que produzcan efec-
tos jurídicos.

Capítulo Segundo
Nulidad, Anulabilidad y Revocación

Artículo 44. La omisión o irregularidad de al-
guno de los elementos de validez previstos en el
artículo 7 de este Código, o en su caso, de aquellos
que establezcan las normas correspondientes, pro-
ducirán la nulidad del acto administrativo.

Artículo 45. El acto administrativo que se de-
clare jurídicamente nulo, no produce o causa efectos
jurídicos, ni será ejecutable, ni podrá subsanarse, sin
perjuicio de que pueda emitirse un nuevo acto. La
declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.
Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo;
los servidores públicos deberán hacer constar su opo-
sición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal
negativa.

En el caso de actos consumados, o bien, de
aquellos que de hecho o de derecho sean de imposi-
ble reparación, la declaración de nulidad dará lugar a
la responsabilidad del servidor público que lo hubiera
emitido u ordenado, en los términos de las disposi-
ciones jurídicas correspondientes.

Artículo 46. La omisión o irregularidad de los
requisitos de validez señalados en el artículo 8 de
este Código, producirá la anulabilidad del acto admi-
nistrativo. La declaración de anulabilidad del acto y
sus efectos, se aplicará a partir de su emisión.

El acto reconocido anulable se considerará
válido; gozará de presunción de legitimidad y ejecuti-
vidad; y será subsanable por la autoridad competente
en el momento de que se percate de este hecho o a
petición de parte, mediante el pleno cumplimiento de
los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico
para la plena validez y eficacia del acto.

El saneamiento del acto anulable por la auto-
ridad competente, tendrá por efecto que el acto se
considere como si siempre hubiere sido válido.

Artículo 47. El superior jerárquico de la auto-
ridad que emitió el acto, podrá de oficio reconocer la
nulidad o declarar la anulabilidad del acto, cuando
éste no reúna los elementos o requisitos de validez
que señala este Código.

Cuando el acto impugnado provenga del titu-
lar de una dependencia, la nulidad o anulabilidad será
declarada por el mismo. También podrá revocarlo de
oficio, cuando sobrevengan cuestiones de oportuni-
dad e interés público previstos en las normas.

Cuando se haya generado algún derecho o
beneficio al particular, no se podrá anular o revocar
de oficio el acto administrativo y la autoridad compe-
tente tendrá que iniciar el procedimiento de lesividad
ante el Tribunal, salvo en los casos en que las nor-
mas aplicables permitan a la autoridad revocar o anular
de oficio dichos actos administrativos.

Artículo 48. Cuando se trate de actos favora-
bles al particular, la autoridad correspondiente podrá
ejercitar su acción ante el Tribunal, dentro de los cin-
co años siguientes a la fecha en que haya sido
notificada la resolución. En caso de que dichos actos
tengan efectos de tracto sucesivo, la autoridad co-
rrespondiente podrá demandar la nulidad, en cualquier
momento, y la sentencia que el Tribunal dicte, podrá
retrotraer sus efectos hasta los cuatro años anterio-
res a la presentación de la demanda.

Capítulo Tercero
Eficacia y Ejecutividad

Artículo 49. Todo acto administrativo será vá-
lido mientras su nulidad o anulabilidad no haya sido
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declarada por autoridad competente o por el Tribunal,
en términos de las normas aplicables o del presente
Código, respectivamente.

Artículo 50. El acto administrativo válido será
eficaz, desde el momento en que surta sus efectos la
notificación realizada, de conformidad con las dispo-
siciones de este Código, o de que se configure en el
caso de ser negativa ficta.

Será ejecutivo y exigible, cuando el afectado
lo consienta de manera tácita o expresa, o bien cuan-
do no se interponga en su contra, ningún medio de
defensa dentro del término legal.

Artículo 51. Se exceptúan de lo dispuesto en
el artículo anterior, los siguientes actos administra-
tivos:

I. Los que otorguen un beneficio, licencia, permiso o
autorización al particular, en cuyo caso su cumpli-
miento será exigible a partir de la fecha de su emisión,
de la certificación de su configuración tratándose de
afirmativa ficta o de aquella que tenga señalada para
iniciar su vigencia; y,
II. Los actos en virtud de los cuales se realicen actos
de inspección, investigación o vigilancia, en los tér-
minos de este Código y demás normas aplicables. En
este supuesto, dichos actos serán exigibles desde la
fecha en que los expidan las autoridades administra-
tivas.

Artículo 52. El acto administrativo válido pue-
de ser ejecutado cuando las normas aplicables,
reconocen a las autoridades administrativas, la fa-
cultad de obtener su cumplimiento mediante el uso
de los medios de ejecución.

Artículo 53. La ejecución forzosa ordenada por
las autoridades, se efectuará respetando siempre el
principio de proporcionalidad, por los siguientes me-
dios:

I. Ejecución subsidiaria;
II. Multa; o,
III. Actos que se ejerzan sobre la persona.

Si fueren varios los medios de ejecución ad-
misibles, se elegirá el menos restrictivo a la libertad
individual.

Artículo 54. La ejecución directa e inmediata
del acto, por las autoridades, será admisible cuando
se trate de retirar obstáculos, vehículos o bienes irre-
gularmente colocados, ubicados o asentados en
bienes del dominio público del Estado y sus munici-
pios.

En estos casos deberá hacerse un previo aper-
cibimiento al propietario, poseedor o tenedor de la
cosa, si éste estuviere presente en el lugar en tal
momento, para que lo retire con sus propios medios;
si éste no estuviere presente, o si estándolo se ne-
gara a cumplir el acto o no lo cumpliere dentro del
plazo que se le fije al efecto, podrá procederse a la
ejecución del acto que ordena su remoción quedando
obligado el propietario, poseedor o tenedor a pagar
los gastos incurridos por la autoridad en su ejecu-
ción.

Cuando el acto que se ejecute directamente
fuere declarado nulo o anulable por autoridad compe-
tente, corresponderá a las autoridades
administrativas, restituirle al particular lo que hu-
biere cobrado.

Artículo 55. También será admisible la ejecu-
ción directa por las autoridades, cuando se trate de
obras o trabajos que correspondieran ejecutar al par-
ticular y éste no lo haya ejecutado dentro del plazo
que al efecto le señale la autoridad administrativa.
En tal caso, deberá apercibirse previamente al pro-
pietario, poseedor o tenedor que resulte obligado a
efectuar el trabajo, a fin de que exprese lo que a su
derecho convenga, dentro de los dos días hábiles si-
guientes. Este término podrá ampliarse hasta cinco
días hábiles en caso de no existir razones de urgen-
cia.

Artículo 56. En caso de no existir causales que
excluyan su responsabilidad o vencido el plazo seña-
lado por este Código, sin que hayan ejecutado los
trabajos o mediando razones de urgencia, la autori-
dad correspondiente procederá directamente a la
ejecución de los trabajos, con notificación del día y
hora en que iniciará su realización.

Artículo 57. Cuando los trabajos deban reali-
zarse dentro del domicilio del particular, se deberá
expedir la orden respectiva que expresamente lo se-
ñale.

Artículo 58. Los gastos de ejecución de los tra-
bajos deberán ser cubiertos por los obligados al
cumplimiento del acto, de acuerdo al monto compro-
bado de los mismos; si el particular no está de
acuerdo, se iniciará un procedimiento administrativo
dándole plena intervención.

Artículo 59. En ningún caso el particular esta-
rá obligado a pagar los gastos realizados por la
ejecución directa, si no se siguió regularmente lo es-
tablecido en el presente Código o si no hubieren
mediado razones de urgencia, o se confirió un plazo
irrazonablemente reducido para realizar las obras.

Artículo 60. El acto que ordene la suspensión
o clausura de un local o establecimiento, podrá tam-
bién ser ejecutado por la autoridad correspondiente,
inclusive mediante el auxilio de la fuerza pública, pre-
vio cumplimiento del procedimiento establecido en
este Código.

Capítulo Cuarto
De la Negativa y Afirmativa Fictas

Artículo 60. Las autoridades administrativas
del Estado y sus municipios están obligadas a con-
testar por escrito o por medios electrónicos cuando
proceda, las peticiones formuladas por los particula-
res, dentro de los plazos que señalan las disposiciones
jurídicas aplicables. A falta de disposición legal ex-
presa, las autoridades deberán producir sus
respuestas dentro de los siguientes treinta días a
partir de la recepción del pedimento, con indepen-
dencia de la forma o medios utilizados para su
formulación.

Una vez transcurrido el plazo, si la autoridad
administrativa no ha emitido la resolución correspon-
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diente operará la afirmativa o la negativa fictas con-
forme al presente Código.

Cuando se requiera al promovente para que
exhiba los documentos omitidos o cumpla con requi-
sitos formales o proporcione los datos necesarios para
su resolución, el plazo empezará a correr desde que
el requerimiento haya sido cumplido.

Artículo 61. Transcurridos los plazos citados
en el artículo anterior sin que se notifique la resolu-
ción expresa, se entenderá que ha operado la negativa
ficta, que significa decisión desfavorable a los dere-
chos e intereses jurídicos de los peticionarios, para
efectos de su impugnación.

Artículo 62. La afirmativa ficta, que significa
decisión favorable a los derechos e intereses jurídi-
cos de los peticionarios por falta oportuna de respuesta
de la autoridad administrativa, procederá en los ca-
sos que expresamente señalen las leyes.

En esos casos, el interesado podrá solicitar
al superior jerárquico de la autoridad administrativa
ante la que presentó la petición o a ésta cuando no
esté sujeta a relación de jerarquía, la certificación de
que ha operado en su favor la afirmativa ficta. Dentro
de los tres días posteriores a la presentación de la
solicitud de la certificación, la autoridad deberá ex-
pedirla, salvo cuando el interesado no cumpla con los
supuestos y requisitos de procedencia establecidos
en la Ley de la materia.

En caso de que la autoridad administrativa
competente no dé respuesta a la solicitud de certifi-
cación dentro del plazo señalado en el párrafo anterior,
los peticionarios acreditarán la existencia de la reso-
lución afirmativa ficta, que producirá todos sus efectos
legales ante las autoridades administrativas y los
particulares, con la presentación de los documentos
con acuse de recibo original que contengan tanto la
petición formulada como la solicitud de certificación
en los que aparezca claramente el sello fechador ori-
ginal de la dependencia o entidad de la administración
pública del Estado o de sus municipios, o la constan-
cia de recepción con firma original del servidor público
respectivo. Tratándose de solicitudes presentadas por
medios electrónicos, se demostrará con el acuse de
recibo electrónico que se haya expedido.

Artículo 63. La resolución afirmativa ficta no
operará tratándose de peticiones que tengan por ob-
jeto la transmisión de la propiedad o la posesión de
bienes del Estado, municipios y entidades de carác-
ter estatal o municipal; la afectación de derechos de
terceros; el otorgamiento o modificación de concesio-
nes; registro, autorización o reconocimiento de validez
oficial de estudios; autorizaciones de fraccionamien-
tos y desarrollos en condominio; licencias de uso del
suelo y su modificación, y, resolución de recursos
administrativos. Tampoco se configurará, cuando la
petición se hubiese presentado ante autoridad incom-
petente, ni en los casos de sanciones administrativas
de los servidores públicos, ni para la destitución de
los integrantes de los cuerpos de seguridad pública
del Estado o de los municipios.

Artículo 64. El superior jerárquico del servidor
público que hubiese incurrido en silencio adminis-
trativo y, por consecuencia, hubiere operado la
negativa o afirmativa ficta, impondrá las sanciones

que correspondan conforme a lo establecido en la Ley
de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos del Estado de Guanajuato y sus
Municipios y en la Ley de Responsabilidad Patrimo-
nial del Estado y los Municipios de Guanajuato. Para
la imposición de las sanciones se considerará la afec-
tación al erario o al orden público.

Capítulo Cuarto
Extinción

Artículo 65. El acto administrativo de carácter
individual se extingue de pleno derecho, por cualquiera
de los siguientes supuestos:

I. El cumplimiento de su objeto, motivo o fin;
II. La falta de realización de la condición o término
suspensivo dentro del plazo señalado para tal efecto;
III. La realización de la condición resolutoria;
IV. La renuncia del particular, cuando los efectos ju-
rídicos del acto administrativo sean de interés
exclusivo de éste y no se cause perjuicio al interés
público;
V. La revocación, cuando exista causa de interés pú-
blico, en los términos de las normas aplicables; o,
VI. La conclusión de su vigencia.

Libro Tercero
Procedimiento Administrativo

Capítulo Primero
De las Disposiciones Generales

Artículo 66. La actuación administrativa de la
autoridad y la de los interesados se sujetará al prin-
cipio de buena fe.

Las manifestaciones, informes o declaracio-
nes rendidos por los interesados a la autoridad
competente, se presumirán ciertos salvo prueba en
contrario, aun cuando estén sujetas al control y veri-
ficación de la autoridad. Si los informes o declaraciones
proporcionados por el interesado resultan falsos, se
aplicarán las sanciones administrativas previstas en
éste u otros ordenamientos jurídicos, sin perjuicio
de las penas en que incurran aquéllos que se con-
duzcan con falsedad de acuerdo con las disposiciones
legales aplicables.

Artículo 67. Las autoridades administrativas
cuidarán de proveer lo necesario para lograr el rápido
y eficaz desarrollo del procedimiento administrativo,
allanando todo lo irrelevante o dilatorio que impida
obtener una resolución pronta y justa.
Los procedimientos administrativos deberán resolver-
se en un plazo máximo de tres meses, el cual podrá
prorrogarse por una sola vez, por un término igual,
siempre y cuando se justifique por la autoridad, ello
sin perjuicio de lo establecido en otras leyes.

Artículo 68. Las autoridades administrativas
podrán desahogar cuanta diligencia consideren con-
veniente para el conocimiento de la verdad material
de los hechos y resolver lo que exija el interés públi-
co.

Artículo 69. Los titulares de intereses jurídi-
cos podrán iniciar, proseguir o intervenir en un
procedimiento administrativo.
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Capítulo Segundo
De la Competencia

Artículo 70. La competencia es obligatoria e
irrenunciable; se ejercerá por los órganos adminis-
trativos que la tengan atribuida como propia, salvo
los casos de delegación previstos en las disposicio-
nes jurídicas aplicables.

Artículo 71. Cuando una norma extinga un ór-
gano administrativo y se encuentre en trámite un
procedimiento, será sustanciado y terminado por:

I. El órgano administrativo que determine la norma
de la que deriva la extinción; o
II. El titular de la dependencia o entidad de la admi-
nistración pública del Estado o de sus municipios al
que la norma le atribuya ese tipo de facultades. Lo
mismo ocurrirá cuando, sin desaparecer el órgano,
éste deje de tener competencia.

Cuando a un órgano administrativo se le atri-
buyan nuevas competencias, deberán remitírsele los
expedientes de los procedimientos administrativos que
se estuviesen sustanciando por otros.

Artículo 72. Antes de cualquier decisión, el
órgano administrativo deberá cerciorarse de que está
dotado de competencia para conocer el asunto que se
le proponga. La incompetencia debe declararse oficio-
samente o puede ser argüida por los interesados.

Artículo 73. Bajo los principios de coordina-
ción y colaboración entre la administración pública,
cuando un órgano administrativo estime que carece
de competencia para conocer un determinado asun-
to, presentado dentro del término legal
correspondiente, deberá remitir el escrito o expediente
al órgano que estime competente, notificándolo al
particular y se deberá tener por presentado en tiem-
po; siempre y cuando se trate del mismo ámbito de
gobierno, sea estatal o municipal y, en caso de órga-
nos municipales, siempre que se trate del mismo
municipio.

Artículo 74. Los interesados que intervengan
en el procedimiento administrativo podrán dirigirse
al órgano administrativo que se encuentre conocien-
do de un asunto para que decline su competencia y
remita las actuaciones al órgano competente. Asimis-
mo, podrán dirigirse al órgano que estimen competente
para que requiera de inhibición al que esté conocien-
do del asunto.

Artículo 75. Los conflictos de competencia se-
rán resueltos de la siguiente forma:

I. Cuando el conflicto se presente entre dependen-
cias o entre entidades, o bien, entre ambos, de la
administración pública del Estado, serán resueltos
en los términos de la Ley Orgánica del Poder Ejecuti-
vo para el Estado de Guanajuato y a falta de
disposición expresa, por el Gobernador del Estado;
II. Cuando se presente entre la administración pú-
blica del Estado y una municipal o entre
administraciones municipales, será resuelto de con-
formidad con el artículo 89 fracción XV, apartado A de
la Constitución Política para el Estado de Guanajua-
to; y
III. Cuando se susciten entre dependencias o entre
entidades, o bien, entre ambos, de la administración

pública de un municipio, serán resueltos de confor-
midad con las disposiciones jurídicas municipales y
a falta de éstas por el Presidente Municipal.

Artículo 76. La autoridad administrativa com-
petente acordará la acumulación de los expedientes
de los procedimientos que ante ella se sigan, de ofi-
cio o a petición de parte, cuando los interesados o los
actos administrativos sean iguales, se trate de actos
conexos o resulte conveniente el trámite unificado
de los asuntos, para evitar la emisión de resolucio-
nes contradictorias.

Capítulo Tercero
De las Excusas y Recusaciones

Artículo 77. El servidor público que se encuen-
tre en alguno de los supuestos que señala el artículo
21 de este código, se excusará de intervenir en el
procedimiento administrativo y lo suspenderá; comu-
nicará el hecho y turnará, desde luego, el expediente
a su superior jerárquico, quien resolverá lo condu-
cente dentro de los tres días siguientes.

Artículo 78. La intervención del servidor pú-
blico en el que concurra cualquiera de los
impedimentos a que se refiere el artículo 21 de este
código, no implicará necesariamente la invalidez de
los actos administrativos en que haya intervenido
cuando éstos beneficien al particular, pero en su caso,
dará lugar a responsabilidad administrativa en térmi-
nos de la Ley de la materia.

Artículo 79. En caso de que se declarara im-
procedente la excusa planteada, el superior jerárquico
devolverá el expediente, dentro de los tres días si-
guientes, para que el servidor público continúe
conociendo del mismo.

Tratándose de excusas que se declaren pro-
cedentes, la resolución que la declare deberá contener
el nombre del servidor público que deberá conocer del
asunto, quien habrá de tener la misma jerarquía del
servidor público impedido.

Si no existiera servidor público de igual je-
rarquía al impedido, el superior jerárquico conocerá
directamente del asunto.

Artículo 80. Cuando el superior jerárquico tenga
conocimiento de que alguno de sus subalternos se
encuentra en alguno de los supuestos que establece
el artículo 21 de este Código, le ordenará que se abs-
tenga de intervenir en el procedimiento administrativo.

Artículo 81. Cuando el servidor público no se
abstenga de intervenir en un asunto, a pesar de en-
contrarse en alguno de los supuestos que establece
el artículo 21 del presente Código, el interesado po-
drá promover incidentalmente la recusación durante
cualquier etapa del procedimiento administrativo,
hasta antes de que se dicte resolución, salvo que
hasta este momento tuviere conocimiento de algún
impedimento, situación que se combatirá a través del
recurso de inconformidad previsto por este Libro, cuya
resolución ordenará, de ser procedente, la reposición
del procedimiento.

Artículo 82. La recusación se planteará por
escrito ante el superior jerárquico del recusado, ex-
presando la causa o causas en que se funda el
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impedimento, acompañando al mismo las pruebas
pertinentes.

Se admitirán toda clase de pruebas, salvo la
confesional a cargo de la autoridad administrativa y
las que sean contrarias al derecho.

Al día hábil siguiente de la presentación del
escrito, el servidor público que se recusa será notifi-
cado para que manifieste lo que considere pertinente
en un plazo de dos días. Transcurrido este plazo, haya
o no producido el servidor público su informe, se ce-
lebrará dentro de los cinco días siguientes la
audiencia para desahogar pruebas y recibir alegatos.
El superior jerárquico deberá resolver al término de
la audiencia o a más tardar dentro de los tres días
siguientes.

La falta de informe rendido por el recusado,
hará presumir cierto el impedimento interpuesto.

Artículo 83. En caso de que la recusación sea
procedente, en la resolución se señalará el servidor
público que deba sustituir al recusado en el conoci-
miento, substanciación y resolución del procedimiento
administrativo, observando, en lo conducente, lo dis-
puesto en el artículo 79 de este Código.

Tratándose de órgano colegiado, si no hubie-
re o no puede ser designado un sustituto, el órgano
funcionará conforme a las disposiciones jurídicas
aplicables o, en su defecto, sin la participación del
miembro impedido.

Artículo 84. Si se declarara improcedente o no
probada la causa de recusación que se hubiera alega-
do, el recusante no podrá volver a hacer valer alguna
otra en ese procedimiento administrativo, a menos
que ésta sea superveniente o cuando haya cambio de
servidor público, en cuyo caso podrá hacer valer la
causal de impedimento respecto a éste.

Artículo 85. En los casos en que se esté cono-
ciendo de algún impedimento, los plazos con que
cuenta la autoridad administrativa para dictar su re-
solución, en cuanto al principal, se suspenderán hasta
en tanto se dicte la interlocutoria correspondiente.

Artículo 86. Contra las resoluciones pronun-
ciadas en materia de impedimentos, excusas y
recusaciones no procederá recurso alguno.

Capítulo Cuarto
Del Inicio del Procedimiento Administrativo

Artículo 87. El procedimiento administrativo
podrá iniciarse de oficio por las autoridades adminis-
trativas o a petición de los particulares interesados.

El procedimiento administrativo continuará de
oficio, sin perjuicio del impulso que puedan darle los
interesados.

Artículo 88. El procedimiento administrativo
se iniciará de oficio por acuerdo escrito de autoridad
administrativa competente, en los casos que seña-
len las disposiciones legales aplicables.

Con anterioridad al acuerdo de iniciación del
procedimiento administrativo, la autoridad podrá abrir
un período de información previa, fijando su compe-

tencia, con el fin de conocer las circunstancias del
caso concreto.

Artículo 89. El procedimiento administrativo
podrá iniciarse a petición de los particulares intere-
sados en cualquier tiempo mientras no se hayan
extinguido los derechos que invocan, en términos de
las disposiciones legales aplicables, salvo los casos
en que éstas señalen un plazo determinado.

Artículo 90. La petición de los particulares
deberá hacerse por escrito, en el que se señale:

I. La autoridad a la que se dirige;
II. El nombre, denominación o razón social del peti-
cionario y, en su caso, de quien promueva en su
nombre;
III. El domicilio para recibir notificaciones, que debe-
rá estar ubicado dentro del territorio del Estado o del
Municipio correspondiente, así como la identificación
del medio preferente para recibirlas y, en su caso, de
la persona autorizada para esos efectos;
IV. Los planteamientos o peticiones que se formu-
len, así como los hechos y razones que le sirvan de
base;
V. Las pruebas que se ofrezcan, en su caso; y
VI. La firma del solicitante o acreditación de la au-
tenticidad de su voluntad expresada por los medios
previstos en este Código u otras leyes, atendiendo
en lo conducente lo dispuesto en los artículos 14 y 17
de este ordenamiento.

Artículo 91. El particular deberá adjuntar al
escrito de petición:

I. El documento que acredite su personalidad, cuan-
do no se gestione a nombre propio;
II. Los documentos que ofrezca como prueba, en su
caso; y
III. El cuestionario para los peritos, en el supuesto
de ofrecimiento de esta prueba.

Artículo 92. Cuando el escrito inicial carezca
de algún requisito formal o no se adjunten los docu-
mentos respectivos se requerirá al promovente para
que, en un plazo no menor de tres días, corrija o com-
plete el escrito o exhiba los documentos ofrecidos,
apercibiéndole que de no hacerlo, se tendrá por no
presentado el escrito o las pruebas, según el caso.

Artículo 93. Salvo disposición jurídica espe-
cial:

I. Los escritos, promociones o trámites deberán pre-
sentarse solamente en original y un tanto de sus
anexos. Si el interesado requiere acuse de recibo,
deberá adjuntar una copia para ese efecto;
II. Todo documento anexo puede presentarse en ori-
ginal o en copia certificada. Podrá acompañarse copia
simple, para cotejo, caso en el que se devolverá al
interesado el documento original;
III. Las copias simples sólo se presentarán cuando
no se tenga disposición de los originales, caso en el
que los interesados señalarán el lugar en que se en-
cuentren, pudiendo solicitar a la autoridad que se
recaben copias certificadas a costa de los interesa-
dos;
IV. Cuando en los archivos de las autoridades admi-
nistrativas exista constancia de actos emitidos por
la misma, bastará con que el interesado, bajo su res-
ponsabilidad, señale los datos de identificación de
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los mismos, relevándolo de la obligación de exhibir
los documentos correspondientes. Si se encontraran
en otros archivos, el interesado, a su costa, podrá
pedir a la autoridad que los requiera;
V. Los interesados no estarán obligados a proporcio-
nar datos o juegos adicionales de documentos
entregados previamente a la autoridad administrati-
va ante la que realicen el trámite correspondiente
cuando señalen los datos de identificación del escri-
to en el que se citaron o con el que se acompañaron y
el nuevo trámite lo realicen ante la misma dependen-
cia o entidad de la administración pública del Estado
o de sus municipios; y
VI. Cuando en un procedimiento se tenga que dar vista
a terceros, los interesados tendrán la obligación de
proporcionar los datos de los mismos y entregar los
juegos adicionales de los documentos mencionados
en este artículo, salvo que los identifiquen en los
términos del mismo y soliciten la reproducción a su
costa.

Artículo 94. Los escritos, promociones o trá-
mites dirigidos a las autoridades administrativas
deberán presentarse directamente en las oficinas
autorizadas para tales efectos o enviarse mediante
correo, mensajería o medios electrónicos. Los escri-
tos enviados por correo, mensajería o medios
electrónicos se considerarán presentados en las fe-
chas que indique el acuse respectivo.

En ningún caso se podrán rechazar los escri-
tos en las oficinas de recepción de documentos. Los
servidores públicos asignados a estas oficinas harán
constar mediante sellos fechadores o anotaciones fir-
madas, la recepción de los documentos que se les
presenten, inclusive en la copia que se entregue al
interesado. Cuando se haga por medios electrónicos
se estará a lo previsto por la Ley de la materia.

Artículo 95. Salvo disposición expresa en con-
trario, los plazos para que la autoridad administrativa
conteste, empezarán a correr al día hábil siguiente a
la presentación del escrito correspondiente.

Capítulo Quinto
De la Tramitación del

Procedimiento Administrativo

Artículo 96. Cuando se inicie el procedimien-
to, la autoridad administrativa le asignará un número
progresivo al expediente, que incluirá la referencia al
año en que se inicia. El número se anotará en todas
las promociones y actuaciones que se produzcan en
el mismo. Todas las actuaciones que obren en el ex-
pediente deberán estar foliadas. Además el expediente
podrá identificarse con claves u otros datos que per-
mitan reconocer la materia de que se trate.

Artículo 97. En el despacho de los expedien-
tes se guardará y respetará el orden de tramitación
en los asuntos de la misma naturaleza, la alteración
del mismo sólo podrá realizarse cuando exista causa
debidamente justificada.

El incumplimiento de lo dispuesto en el pá-
rrafo anterior dará lugar a responsabilidad
administrativa del infractor.

Artículo 98. Los incidentes que surjan dentro
del procedimiento administrativo no lo suspenderán,
salvo lo previsto en el artículo 85, se tramitarán por

cuerda separada y se decidirán de plano, con excep-
ción de los que trasciendan al resultado del mismo,
los que se resolverán con éste.

Los incidentes se tramitarán por escrito que
deberá presentarse dentro de los tres días siguien-
tes al en que surta efectos la notificación del acto
que lo motive o sea del conocimiento del interesado.
Con el escrito de interposición se ofrecerán las prue-
bas que el interesado estime pertinentes, fijando los
puntos sobre los que deban versar. Las pruebas ad-
mitidas se desahogarán en el plazo que se fije, que
no excederá de diez días, en el último de los cuales
se recibirán alegatos; transcurrido el mismo, el órga-
no administrativo resolverá el incidente planteado
dentro de un plazo de tres días.

Artículo 99. Cuando la autoridad administra-
tiva que conoce del procedimiento requiera del auxilio
de otras autoridades para la obtención de informes,
opiniones, dictámenes, declaraciones o documentos,
se dirigirá a éstas por oficio o por medios electróni-
cos, indicando lo que se solicita. La autoridad
requerida desahogará la petición dentro de los tres
días siguientes a su recibo, salvo que exista impedi-
mento legal para su entrega; en caso de no hacerlo,
se solicitarán al superior jerárquico, quien ordenará
obsequiar la solicitud dentro de un plazo igual y apli-
cará al inferior las sanciones derivadas de la
responsabilidad administrativa que le resulte.

Artículo 100. Cuando se ofrezcan pruebas la
autoridad administrativa citará a una audiencia para
su desahogo. La audiencia deberá celebrarse dentro
de los treinta días siguientes al inicio del procedi-
miento.

Las pruebas supervenientes podrán presen-
tarse siempre que no se haya emitido la resolución
definitiva, de las cuales se dará vista al interesado
por el término de tres días.

Artículo 101. La autoridad administrativa po-
drá allegarse de los medios de prueba que considere
necesarios, sin más limitaciones que las estableci-
das en este Código.

Artículo 102. La autoridad administrativa ante
quien se tramite un procedimiento, acordará sobre la
admisión de las pruebas ofrecidas. Sólo podrá recha-
zar aquellas que no fuesen ofrecidas conforme a
derecho, no tengan relación con el fondo del asunto o
sean innecesarias. La resolución deberá estar debi-
damente fundada y motivada.

La autoridad administrativa notificará a los
interesados el acuerdo sobre las pruebas admitidas
con una anticipación mínima de cuarenta y ocho ho-
ras a la fecha señalada para su desahogo.

Artículo 103. En el ofrecimiento, desahogo y
valoración de pruebas, serán aplicables en lo condu-
cente, las disposiciones contenidas en el Título
Séptimo del Libro Primero de este Código.

Artículo 104. Concluido el desahogo de las prue-
bas, se pondrán las actuaciones a disposición de los
interesados por un plazo de tres días siguientes a la
notificación del acuerdo respectivo, para que formu-
len, en su caso, los alegatos que consideren
pertinentes; éstos y las pruebas deberán ser toma-
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dos en consideración por la autoridad administrativa
al momento de resolver.

Artículo 105. Transcurrido el plazo para for-
mular los alegatos o hecha la manifestación de no
presentarlos, la autoridad administrativa deberá emitir
resolución dentro de un plazo de diez días.

Si la resolución no se dictara dentro del plazo
señalado, el interesado podrá promover excitativa por
escrito ante el superior jerárquico, quien la despa-
chará o denegará fundada y motivadamente, previo
informe justificado de la autoridad contra quien se
solicite. El informe deberá rendirse dentro del térmi-
no de tres días y la resolución se dictará en igual
plazo.

La falta de informe implica la presunción de
ser cierto el acto que se atribuye a la autoridad admi-
nistrativa en contra de la cual se promueve la
excitativa, salvo prueba en contrario.

Capítulo Sexto
De la Terminación del

Procedimiento Administrativo

Artículo 106. El procedimiento administrativo
termina por:

I. Desistimiento;
II. Renuncia de derechos o intereses jurídicos;
III. Convenio entre los particulares y las autoridades
administrativas, cuyo cumplimiento podrá ser deman-
dado ante el Tribunal o los Juzgados;
IV. Resolución definitiva expresa del mismo;
V. Resolución afirmativa ficta;
VI. Resolución negativa ficta que se configure;
VII. Caducidad; o
VIII. Imposibilidad jurídica o material superveniente
del acto materia del mismo.

Artículo 107. Todo interesado podrá desistirse
de su solicitud hasta antes de que se emita resolu-
ción. Si el escrito de iniciación se hubiere presentado
por dos o más interesados, el desistimiento sólo afec-
tará a aquél que lo hubiese formulado.

También podrá renunciar a sus derechos o
intereses legalmente protegidos, excepto aquellos
sobre los que no tengan la libre disposición de acuer-
do con las leyes.

El desistimiento o la renuncia de los intere-
sados deberá presentarse por escrito y ser expreso,
preciso e indubitable; no producirá la terminación del
procedimiento cuando la autoridad administrativa
estime que así lo exige el interés público.

Artículo 108. Las autoridades administrativas
podrán celebrar con los particulares acuerdos o con-
venios de carácter conciliatorio que pongan fin a los
asuntos, siempre que no sean contrarios a las dis-
posiciones legales aplicables ni afecten derechos de
terceros.

Artículo 109. La resolución expresa que ponga
fin al procedimiento administrativo contendrá:

I. Nombre de las personas a las que se dirija y cuan-
do se ignore se señalarán los datos suficientes para
su identificación;

II. Los resultandos;
III. La decisión de todas las cuestiones planteadas
por los interesados, en su caso, y de aquellas otras
que deriven del procedimiento;
IV. Los fundamentos y motivos que la sustenten; y
V. El nombre, cargo y firma autógrafa o electrónica,
en su caso, de la autoridad competente que la emite.

Artículo 110. Tratándose de afirmativa y nega-
tiva fictas, se estará a lo dispuesto en el Título Tercero
de este Libro.

Artículo 111. Sin perjuicio de observar el prin-
cipio de oficiosidad, en los procedimientos
administrativos iniciados a instancia del interesado,
cuando se presente inactividad por causas imputa-
bles a éste durante un período de tres meses
consecutivos, la autoridad administrativa podrá de-
clarar la caducidad, notificándola al interesado.

Las autoridades administrativas en el acuer-
do inicial, advertirán a los particulares sobre el motivo
y período para que se produzca la caducidad.

La caducidad no producirá por sí misma la
prescripción de las acciones del particular, y los pro-
cedimientos administrativos caducados no
interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción.

Contra la resolución que declare la caducidad
procederá el recurso de inconformidad previsto en el
presente Código.

Artículo 112. Las resoluciones serán claras,
precisas, exhaustivas y congruentes con las cuestio-
nes planteadas por los interesados o las derivadas
del expediente del procedimiento administrativo.

Artículo 113. Sólo una vez podrá pedirse la
aclaración de la resolución que ponga fin al procedi-
miento administrativo o a un incidente, ante la
autoridad administrativa que la hubiera dictado, den-
tro de los tres días siguientes a la notificación
correspondiente, indicando los puntos que lo ameri-
ten. La autoridad administrativa formulará la
aclaración dentro de los tres días siguientes sin mo-
dificar los elementos esenciales de la resolución. El
acuerdo que decida la aclaración de una resolución,
se considerará parte integrante de ésta. Se tendrá
como fecha de notificación de la resolución, aquélla
en que se notifique el acuerdo de aclaración de la
misma.

Artículo 114. Tratándose de resoluciones que
impongan una prestación a cargo del interesado, la
autoridad administrativa fijará un plazo para su cum-
plimiento, considerando el tiempo estimado en la
realización de los diversos trámites administrativos
que correspondan.

Cuando la resolución sea desfavorable a los
derechos e intereses jurídicos de los particulares, las
autoridades administrativas deberán informarles al
momento de la notificación, el derecho y plazo que
tienen para promover el recurso de inconformidad ante
la autoridad administrativa o el proceso ante la auto-
ridad jurisdiccional correspondiente.

Artículo 115. Los actos administrativos tienen
fuerza ejecutiva, por lo que las autoridades adminis-
trativas los pondrán en práctica en términos de Ley



Página 17

GACETA PARLAMENTARIA

DEPARTAMENTO DE ASUNTOS EDITORIALES

por sus propios medios, salvo en los casos en que se
otorgue legalmente la suspensión. Para la ejecución
de los actos, la autoridad administrativa deberá noti-
ficar a los interesados el acuerdo que la autorice.

Capítulo Séptimo
De las Visitas de Verificación o Inspección

Artículo 116. Las autoridades administrativas
para comprobar el cumplimiento de las disposiciones
legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas
de verificación o inspección en el domicilio, instala-
ciones, equipos y bienes de los particulares, en los
casos que señalen las leyes y reglamentos aplicables,
conforme a las siguientes reglas:

I. Sólo se practicarán las visitas por mandamiento
escrito de autoridad administrativa competente, en
el que se expresará:

a) El nombre de la persona que deba recibir la visita.
Cuando se ignore el nombre de ésta, se señalarán
los datos suficientes que permitan su identificación;
b) El nombre de los servidores públicos que deban
efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos,
aumentados o reducidos en su número, en cualquier
tiempo por la autoridad administrativa competente.
La sustitución, aumento o disminución se notificará
personalmente al visitado;
c) El lugar, zona o bienes que han de verificarse o
inspeccionarse;
d) Los motivos, objeto y alcance de la visita;
e) Las disposiciones legales que fundamenten la ve-
rificación o inspección; y
f) El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad
administrativa que lo emite;

II. La visita se realizará exclusivamente en el lugar,
zona o bienes señalados en la orden;
III. Los visitadores entregarán la orden al visitado o a
su representante y si no estuvieren presentes, pre-
vio citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona
donde deba practicarse la diligencia;
IV. Al iniciarse la verificación o inspección, los visita-
dores que en ella intervengan se deberán identificar
ante la persona con quien se entienda la diligencia,
con credencial o documento vigente con fotografía
expedido por la autoridad administrativa competen-
te, que los acredite legalmente para desempeñar su
función;
V. La persona con quien se entienda la diligencia será
requerida por los visitadores para que nombre a dos
testigos que intervengan en la misma; si éstos no
son nombrados o los señalados no aceptan fungir
como tales, los visitadores los designarán. Los testi-
gos podrán ser sustituidos por motivos debidamente
justificados en cualquier tiempo, siguiendo las mis-
mas reglas que para su nombramiento;
VI. Los visitados, sus representantes o la persona
con quien se entienda la diligencia, están obligados a
permitir a los visitadores el acceso al lugar o zona
objeto de la visita, así como a poner a la vista la do-
cumentación, equipos y bienes que se les requieran;
VII. Los visitadores harán constar en el acta que al
efecto se levante, todas y cada una de las circunstan-
cias, hechos u omisiones que se hayan observado en
la diligencia;
VIII. La persona con quien se haya entendido la dili-
gencia, los testigos y los visitadores firmarán el acta.
Un ejemplar legible del documento se entregará a la
persona con quien se entienda la diligencia. La nega-

tiva a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se
deberá hacer constar en el referido documento, sin
que esta circunstancia afecte la validez del acta o de
la diligencia practicada;
IX. Con las mismas formalidades indicadas en las
fracciones anteriores, se levantarán actas previas o
complementarias, para hacer constar hechos concre-
tos en el curso de la visita o después de su conclusión;
y
X. El visitado, su representante o la persona con la
que se haya entendido la visita, podrán formular ob-
servaciones en el acto de la diligencia y ofrecer
pruebas con relación a los hechos u omisiones con-
tenidos en el acta de la misma o bien hacer uso de
ese derecho, por escrito, dentro del plazo de ocho días
siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el
acta, al término del cual la autoridad administrativa
emitirá la resolución procedente.

Capítulo Octavo
De las Medidas de Seguridad

Artículo 117. Se consideran medidas de segu-
ridad, aquéllas que dicte la autoridad administrativa
competente para evitar daños a las personas y a los
bienes, proteger la salud y garantizar el orden y la
seguridad pública.

Artículo 118. Las autoridades administrativas
competentes, con base en los resultados de la visita
de verificación o inspección, o del informe de la mis-
ma, pueden dictar medidas de seguridad para corregir
las irregularidades encontradas, notificándolas al in-
teresado y otorgando un plazo adecuado para su
realización, salvo que las leyes lo establezcan expre-
samente.

Son medidas de seguridad las siguientes:

I. La suspensión total o parcial de la construcción,
instalación, explotación, obras, trabajos, servicios o
actividades;
II. La clausura temporal, total o parcial de las insta-
laciones, construcciones, servicios y obras;
III. El retiro de instalaciones, materiales, mobiliario
o equipo;
IV. La prohibición de actos de utilización;
V. El aislamiento;
VI. La cuarentena;
VII. La observación personal sanitaria;
VIII. La vacunación de personas;
IX. La vacunación de animales;
X. La destrucción o control de insectos u otras fau-
nas transmisoras y nocivas;
XI. El aseguramiento y destrucción de objetos, pro-
ductos o substancias;
XII. La desocupación o desalojo total o parcial de ca-
sas, edificios, establecimientos y, en general, de
cualquier inmueble;
XIII. El aseguramiento precautorio de los animales;
XIV. La neutralización o cualquier acción análoga que
impida que los materiales generen los efectos noci-
vos de conformidad con las leyes de la materia;
XV. La identificación y delimitación de lugares o zo-
nas de riesgo;
XVI. Las acciones preventivas a realizar según la na-
turaleza del riesgo;
XVII. El evacuar de manera temporal el establecimien-
to o edificio en forma parcial o total según sea el
riesgo; y
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XVIII. Las demás que en las diferentes materias de-
terminen las autoridades administrativas, de
conformidad con las disposiciones jurídicas aplica-
bles tendientes a evitar que se generen o sigan
causando riesgos.

Artículo 119. Las medidas de seguridad son de
inmediata ejecución, tienen carácter preventivo y se
aplicarán sin perjuicio de las sanciones que en su
caso correspondan. Dichas medidas tendrán la dura-
ción estrictamente necesaria para la corrección de las
irregularidades o la prevención de los riesgos respec-
tivos. Podrán modificarse cuando cambien las
circunstancias que las motivaron.

Título Quinto
Infracciones y Sanciones

Capítulo Único
De las Infracciones y Sanciones

Artículo 120. Las conductas que constituyan
infracción a los ordenamientos administrativos se-
rán objeto de sanciones, las cuales deberán estar
previstas en las normas jurídicas aplicables y con-
sistirán en:

I. Amonestación;
II. Multa de una a quinientas veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización;
III. o arresto hasta por treinta y seis horas; y
IV. Las demás que señalan las leyes, bandos o regla-
mentos aplicables.

Artículo 121. En materia de infracciones y san-
ciones no podrá aplicarse ninguna disposición por
analogía ni por mayoría de razón.

Si el infractor fuere jornalero, obrero o traba-
jador y se le sancionara con multa, ésta no deberá
exceder del importe de un día de salario y tratándose
de personas no asalariadas, el equivalente a un día
de su ingreso. La multa que se imponga al infractor
menor de dieciocho años, que dependa económica-
mente de otra persona, estará sujeta a las limitaciones
aplicables a la persona de quien el menor dependa.

El arresto comenzará a computarse desde el
momento mismo de la detención. Quien efectúe la
detención está obligado a poner al infractor a dispo-
sición de la autoridad competente dentro del término
de tres horas y ésta a fijar la sanción alternativa en
un plazo no mayor de dos horas.

Artículo 122. En la imposición de sanciones la
autoridad administrativa fundará y motivará su reso-
lución, y guardará la congruencia y adecuación entre
la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y
la sanción aplicada, considerando:

I. La naturaleza de la afectación a los bienes jurídica-
mente protegidos;
II. El monto del beneficio, daño o perjuicio económi-
co, derivado del incumplimiento de obligaciones, si lo
hubiere;
III. El carácter intencional o no de la acción u omi-
sión constitutiva de la infracción;
IV. La gravedad de la infracción;
V. La reiteración de la falta dentro de los dos años
anteriores; y
VI. La condición socio-económica del infractor.

Artículo 123. Las sanciones administrativas
podrán aplicarse simultáneamente, salvo el arresto.

Artículo 124. Cuando en una misma acta se
hagan constar diversas infracciones, en la resolución
respectiva, las multas se determinarán separadamen-
te, así como el monto total de todas ellas.

Si las infracciones derivan de un mismo acto
u omisión, sólo se aplicará la que corresponda a la
infracción cuya multa sea mayor.

Artículo 125. Cuando en una misma acta se
comprenda a dos o más infractores, a cada uno de
ellos se le impondrá la sanción que corresponda, sal-
vo cuando el cumplimiento de las obligaciones
previstas en una disposición legal corresponda a va-
rias personas conjuntamente, caso en el cual serán
responsables en forma solidaria de las infracciones
que cometan y de las sanciones que se impongan, en
su caso.

Cuando así lo determine la Ley, serán res-
ponsables subsidiarios o solidarios por el
incumplimiento de obligaciones, las personas que
tuvieren legalmente el deber de prevenir la infracción
administrativa cometida por otros.

Artículo 126. A falta de disposición expresa, la
facultad de la autoridad para determinar sanciones
administrativas caduca en dos años.

Las sanciones administrativas impuestas
prescriben en dos años, salvo las multas que para su
cobro son créditos fiscales y que se regirán por las
disposiciones legales aplicables.

Los plazos serán continuos y se contarán des-
de el día en que se cometió la infracción
administrativa si fuere consumada, desde que cesó
si fuere continua o desde la fecha de emisión del acto
que imponga la sanción.

Artículo 127. Cuando el infractor impugnare
los actos de la autoridad administrativa se suspen-
derán los plazos para que opere la prescripción o la
caducidad hasta en tanto la resolución definitiva que
se dicte no admita ulterior recurso.

La autoridad deberá declarar la caducidad o la
prescripción de oficio, pero en todo caso los interesa-
dos podrán solicitar dicha declaración o hacerla valer
como agravio en la tramitación del recurso de incon-
formidad.

Artículo 128. La tramitación de la declaración
de caducidad o prescripción no constituye recurso, ni
suspende el plazo para la interposición de éste, ni la
ejecución del acto.

Artículo 129. La autoridad administrativa po-
drá dejar sin efecto un requerimiento o una sanción,
de oficio o a petición del interesado, cuando se trate
de un error manifiesto o el particular demuestre que
ya había dado cumplimiento con anterioridad.

La tramitación de esta declaración tendrá el
mismo tratamiento que el artículo anterior.

Artículo 130. En los procedimientos adminis-
trativos se presumirá la no existencia de
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responsabilidad hasta en tanto se demuestre lo con-
trario.

Artículo 131. Las sanciones por infracciones
administrativas cometidas se impondrán sin perjui-
cio de la responsabilidad civil o de las penas que
correspondan a los delitos en que, en su caso, incu-
rran los infractores.

Artículo 132. Las autoridades competentes
podrán hacer uso de las medidas legales necesarias,
incluyendo el auxilio de la fuerza pública, para lograr
la ejecución de las sanciones y medidas de seguridad
que procedan.

Título Sexto
Defensa de los Particulares

Capítulo Único
Del Recurso de Inconformidad

Artículo 133. Los interesados afectados por los
actos y resoluciones de las autoridades administrati-
vas podrán, a su elección, interponer el recurso de
inconformidad previsto en este Título o impugnar ante
la autoridad jurisdiccional.

Cuando se haya interpuesto el recurso de in-
conformidad, previo desistimiento del mismo, el
interesado podrá impugnar el acto o resolución de que
se trate ante la autoridad jurisdiccional.

Para los efectos de este Título, también tie-
nen el carácter de interesados los servidores públicos
a quienes se atribuya alguna causal de responsabili-
dad administrativa y los integrantes de los cuerpos
de seguridad pública que sean molestados en sus
derechos e intereses, en términos de las leyes apli-
cables.

Artículo 134. El recurso de inconformidad ten-
drá por objeto la confirmación, modificación,
revocación o nulidad del acto administrativo recurri-
do.

Artículo 135. El escrito de interposición del
recurso deberá presentarse ante el superior jerárqui-
co de la autoridad administrativa que emitió, ejecutó
o trate de ejecutar el acto impugnado, dentro de los
quince días siguientes al en que surta efectos su
notificación o de que el recurrente tenga conocimien-
to del mismo. También podrá enviarse el recurso por
correo certificado con acuse de recibo, caso en que se
tendrá como fecha de presentación del escrito la del
día en que se deposite en la oficina de correos.

La presentación por los medios electrónicos
se sujetará a la conformidad del particular y a lo dis-
puesto por la Ley de la materia.

En caso de que el acto o resolución que origi-
ne la inconformidad lo hubiese emitido un órgano que
no se encuentre sujeto a relación de jerarquía, el re-
curso se tramitará y resolverá por él mismo.

Es indelegable la facultad de resolver los re-
cursos.

Artículo 136. El escrito de interposición del
recurso deberá reunir los siguientes requisitos:

I. El nombre, firma o huella digital del recurrente o de
quien promueve en su nombre, así como el domicilio
señalado para oír y recibir notificaciones y, en su caso,
el nombre de las personas autorizadas para ello;
II. El acto o la resolución impugnada;
III. El nombre y domicilio del tercero interesado, si lo
hubiere;
IV. Las peticiones que se plantean;
V. La fecha en que se notificó o se tuvo conocimiento
del acto o resolución impugnado;
VI. La autoridad que emitió, ejecutó o trate de ejecu-
tar el acto o resolución;
VII. Los hechos que sustenten la impugnación del
recurrente;
VIII. Los agravios que le causan y los argumentos de
derecho en contra de la resolución que se recurre;
IX. Las pruebas que se ofrezcan; y
X. La solicitud de suspensión del acto impugnado, en
su caso.

Artículo 137. El recurrente deberá adjuntar al
escrito de interposición del recurso:

I. El documento que acredite su personalidad, cuan-
do no se gestione a nombre propio;
II. El documento en que conste el acto o la resolu-
ción impugnada, cuando dicha actuación haya sido
por escrito; o tratándose de actos que por no haberse
resuelto en tiempo se entiendan negados, deberá
acompañarse el escrito de iniciación del procedimiento
o el documento sobre el cual no hubiere recaído reso-
lución alguna;
III. La constancia de notificación del acto o resolu-
ción impugnado; si la notificación fue por edictos se
deberá acompañar la última publicación o la manifes-
tación bajo protesta de decir verdad de la fecha en
que tuvo conocimiento del acto o resolución;
IV. Los documentos que ofrezca como prueba; y
V. El cuestionario para los peritos, en caso de ofreci-
miento de estas pruebas.

Cuando los documentos que se señalan en
las fracciones II y III consten en medios electróni-
cos, deberán señalarse los datos necesarios para
identificarlos u ofrecer el soporte electrónico en que
consten.

Artículo 138. Si al examinarse el escrito de
interposición del recurso se advierte que éste es con-
fuso, carezca de algún requisito formal o que no se
adjuntan los documentos respectivos, la autoridad
administrativa requerirá al recurrente para que acla-
re y complete el escrito o exhiba los documentos
omitidos dentro de un plazo de cinco días, apercibién-
dolo que, de no hacerlo, se tendrá por no presentado
el escrito o se tendrán por no ofrecidas las pruebas,
según el caso.

El error en la denominación del recurso por
parte del recurrente no será obstáculo para su trami-
tación, siempre que se deduzca su verdadero
intención.

Artículo 139. Cuando sea procedente el recur-
so, la autoridad administrativa dictará acuerdo sobre
su admisión, en el que también se admitirán o des-
echarán las pruebas ofrecidas y, en su caso, se
dictarán las providencias necesarias para su desaho-
go.
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Artículo 140. La autoridad administrativa des-
echará de plano el recurso, cuando se encuentre en
alguno de los supuestos de improcedencia estableci-
dos en el artículo 149 de este Código.

Artículo 141. La interposición del recurso sus-
penderá la ejecución del acto o resolución impugnado,
siempre y cuando:

I. Lo solicite expresamente el recurrente;
II. Se admita el recurso;
III. No se cause perjuicio al interés social o no se
contravengan disposiciones de orden público;
IV. No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a
menos que se garanticen éstos para el caso de no
obtener resolución favorable; y

V. Tratándose de créditos fiscales, el recurrente ga-
rantice su importe en cualquiera de las formas
previstas por la legislación aplicable, cuando así lo
acuerde discrecionalmente la autoridad administra-
tiva.

Artículo 142. El interesado podrá solicitar la
suspensión del acto administrativo recurrido en cual-
quier momento, hasta antes de que se resuelva el
recurso de inconformidad.

Artículo 143. Los recurrentes a quienes se otor-
gue la suspensión del acto o la resolución
administrativa, deberán garantizar, a satisfacción de
la autoridad administrativa, cuando no se trate de
créditos fiscales, los daños y perjuicios que se pue-
dan causar a terceros, en alguna de las formas
siguientes:

I. Billete de depósito expedido por institución autori-
zada;
II. Fianza expedida por institución respectiva;
III. Prenda; o
IV. Hipoteca.

Artículo 144. La suspensión sólo tendrá como
efecto que las cosas se mantengan en el estado en
que se encuentran, en tanto se pronuncia la resolu-
ción al recurso. Podrá revocarse por la autoridad
administrativa, si se modificaran las condiciones bajo
las cuales se otorgó.

Artículo 145. Recibido el recurso por el supe-
rior jerárquico, le solicitará al inferior un informe sobre
el asunto, así como la remisión del expediente res-
pectivo en un plazo de cinco días.

En un plazo de tres días, contados a partir de
la recepción del informe, el superior jerárquico debe-
rá proveer sobre la admisión, prevención o
desechamiento del recurso, lo cual deberá notificár-
sele al recurrente personalmente. Si se admite el
recurso a trámite, deberá señalar en la misma provi-
dencia la fecha para la celebración de la audiencia de
Ley en el recurso. Esta audiencia será única y se ve-
rificará dentro de los diez días subsecuentes.

Artículo 146. La audiencia tendrá por objeto
desahogar las pruebas admitidas, así como recibir los
alegatos.

Artículo 147. La autoridad administrativa de-
berá emitir la resolución al término de la audiencia o

dentro de los diez días siguientes a la celebración de
ésta.

Artículo 148. Es improcedente el recurso con-
tra actos y resoluciones, cuando:

I. Hayan sido impugnados en un anterior recurso ad-
ministrativo o en un proceso jurisdiccional, siempre
que se trate de los mismos actos e interesados y exis-
ta resolución definitiva que decida el asunto planteado;
II. No afecten los derechos o intereses legalmente
protegidos del recurrente;
III. Se hayan consentido expresamente por el recu-
rrente, mediante manifestaciones escritas de carácter
indubitable. No se considerará consentido el acto que
se cumple por requerimiento de la autoridad;
IV. Se hayan consentido tácitamente, entendiéndose
por ello cuando el recurso no se haya promovido en el
plazo señalado para el efecto;
V. De las constancias de autos apareciere claramen-
te que no existe el acto impugnado;
VI. El acto impugnado no pueda surtir efecto alguno,
legal o material, por haber dejado de existir el objeto
o materia del mismo;
VII. Se esté tramitando ante las autoridades algún
recurso o medio de defensa legal interpuesto por el
promovente, que pueda tener por efecto modificar,
revocar o nulificar el acto respectivo; y
VIII. La improcedencia resulte de alguna disposición
legal.

Artículo 149. Se decretará el sobreseimiento
del recurso cuando:

I. El promovente se desista expresamente;
II. El interesado fallezca durante el procedimiento, si
el acto o resolución impugnados sólo afecta a sus
derechos e intereses estrictamente personales;
III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna cau-
sa de improcedencia;
IV. Hayan cesado los efectos del acto o resolución
impugnado;
V. Por dejar de existir el objeto o materia del acto o
resolución;
VI. No se probare la existencia del acto o resolución
impugnado;
VII. La autoridad haya satisfecho claramente las pre-
tensiones del recurrente; o
VIII. En los demás casos en que por disposición legal
haya impedimento para emitir resolución que decida
el asunto planteado.

Artículo 150. La resolución expresa que deci-
da el recurso planteado, deberá contener los
siguientes elementos:

I. El examen de todas y cada una de las cuestiones
hechas valer por el recurrente, salvo que una o algu-
nas sean suficientes para desvirtuar la validez del
acto o resolución impugnado;
II. El examen y la valoración de las pruebas aporta-
das;
III. La mención de las disposiciones legales que la
sustenten; y
IV. La expresión en los puntos resolutivos, de la re-
posición del procedimiento que se ordene, los actos o
resoluciones cuya validez se reconozca o cuya invali-
dez se declare, los términos de la modificación del
acto o resolución impugnado, la condena que en su
caso se decrete y, de ser posible los efectos de la
resolución.
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Artículo 151. Si la resolución ordena realizar
un determinado acto o reponer el procedimiento, de-
berá cumplirse en un plazo de quince días contados a
partir de que se notifique dicha resolución.

Artículo 152. La autoridad administrativa en-
cargada de resolver el recurso podrá:

I. Declararlo improcedente o sobreseerlo;
II. Confirmar el acto o resolución impugnado;
III. Declarar la nulidad del acto o resolución impug-
nado; y
IV. Modificar u ordenar la modificación del acto o re-
solución impugnado o dictar u ordenar la expedición
de uno nuevo que lo sustituya, cuando el recurso in-
terpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor
del recurrente; u ordenar la reposición del procedi-
miento administrativo.

Artículo 153. El órgano administrativo deberá
resolver todos los asuntos que se sometan a su con-
sideración dentro del ámbito de su competencia o que
surjan con motivo del recurso aunque no hayan sido
alegados por los interesados. No obstante, la resolu-
ción será congruente con las peticiones formuladas
por el recurrente, sin que en ningún caso pueda agra-
varse su situación inicial.

La autoridad deberá dejar sin efectos legales
los actos administrativos cuando advierta una ilega-
lidad manifiesta aunque los agravios sean
insuficientes, pero deberá fundar y motivar su reso-
lución y precisar el alcance de la misma.

Artículo 154. Cuando haya de tenerse en cuenta
nuevos hechos o documentos que no obren en el ex-
pediente original derivado del acto impugnado, se
pondrá en conocimiento a los interesados para que,
en un plazo no inferior a cinco días ni superior a diez,
formulen sus alegatos y presenten los documentos
que estimen procedentes.

Artículo 155. Contra la resolución que recaiga
al recurso de inconformidad procede su impugnación
ante la autoridad jurisdiccional.

Libro Cuarto
Del Juicio Contencioso Administrativo

Capitulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 156. Los juicios administrativos que
se promuevan ante el Tribunal o se regirán por las
disposiciones de los Libros Primero y Cuarto de este
Código.

Artículo 157. Son partes en el proceso admi-
nistrativo:

I. El actor;
II. El demandado; y
III. El tercero.

Artículo 158. Sólo podrán intervenir en el pro-
ceso administrativo, las personas que tengan un
interés jurídico que funde su pretensión:

I. Tendrán el carácter de actor:

a) Los particulares que sean afectados en sus dere-
chos y bienes por un acto o resolución administrativa;
y
b) Las autoridades en aquellos casos en los que se
pida la modificación o nulidad de un acto favorable a
un particular que cause lesión al interés público;

II. Tendrán el carácter de demandado:

a) Las autoridades que dicten, ordenen, ejecuten o
traten de ejecutar el acto o la resolución impugnada;
y
b) Los particulares a quienes favorezca el acto o la
resolución cuya modificación o nulidad pida la autori-
dad administrativa; y

III. Tendrá el carácter de tercero, aquél que tenga un
derecho incompatible con la pretensión del actor.

Artículo 159. Cuando se tenga acreditada la
personalidad ante la autoridad demandada, ésta le
será reconocida en el proceso administrativo, siem-
pre que se compruebe tal circunstancia con las
constancias respectivas.

Artículo 160. La representación de las autori-
dades corresponderá al titular del órgano
administrativo, quien podrá ser suplido, en su caso,
por los servidores públicos a quienes las leyes o los
reglamentos otorguen esa atribución.

Artículo 161. En los juicios administrativos que
se tramiten, no habrá lugar a condena de costas. Cada
parte será responsable de sus propios gastos y de los
que originen las diligencias que promuevan.

Artículo 162. El actor podrá solicitar:

I. La nulidad del acto o resolución impugnado, cuan-
do no haya sido emitido conforme a derecho;
II. El reconocimiento de un derecho amparado en una
norma jurídica; y
III. La condena a la autoridad para el pleno restable-
cimiento del derecho violado, en los términos de la
Ley respectiva.

Artículo 163. Cuando las leyes o reglamentos
establezcan algún recurso o medio de defensa, será
optativo para el particular agotarlo o promover direc-
tamente el juicio administrativo ante el Tribunal.
Ejercitada la acción, no se podrá promover a otro me-
dio ordinario de defensa.

Artículo 164. Las diligencias que deban practi-
carse en el lugar de residencia del Tribunal, se
encomendarán a los secretarios de estudio y cuenta
o actuarios de los mismos, y para aquéllas que deban
practicarse fuera, podrá encomendarse además, me-
diante exhorto, al juez del orden común del lugar donde
deban practicarse, a juicio del juzgador que esté co-
nociendo del asunto.

Artículo 165. Los magistrados tienen el deber
de excusarse del conocimiento de los asuntos en que
exista alguno de los impedimentos señalados en el
artículo 21 de este Código, expresando concretamen-
te en qué consiste el impedimento.

Manifestada por un Magistrado la causa del
impedimento, el Pleno del Tribunal calificará la excu-
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sa y cuando proceda, designará a quien deba susti-
tuir al juzgador impedido.

Manifestada por un juez municipal la causa
del impedimento, remitirá la excusa al Ayuntamiento
para que resuelva en un término de diez días. Si se
declara procedente, se designará a quien deba susti-
tuir al juez impedido.

Artículo 166. Tratándose de excusas de peri-
tos designados por las Salas del Tribunal o los
Juzgados, manifestada la causa de impedimento por
el perito, se calificará la excusa y cuando proceda se
designará al sustituto.

Artículo 167. Las partes podrán recusar a los
magistrados, jueces o a los peritos designados, cuan-
do estando en alguno de los casos de impedimento a
que se refiere el artículo 29 de este Código, no se
hubieren excusado.

La recusación de magistrados se hará valer
en cualquier tiempo, mediante escrito dirigido al Pre-
sidente del Tribunal y acompañando las pruebas que
se ofrezcan, quien, dentro de los tres días siguientes
a la fecha en que se presentó la promoción, pedirá un
informe al magistrado recusado, quien deberá rendir-
lo en igual plazo; la falta de dicho informe establece
la presunción de ser cierta. La recusación será re-
suelta por el Pleno del Tribunal dentro de los cinco
días siguientes. Si se declara fundada, el Magistrado
será sustituido en los términos que acuerde el Ple-
no.

La recusación a un perito designado por el
Tribunal, se tramitará y resolverá por aquéllos, en
los términos de este artículo.

Capítulo Segundo
De la Improcedencia y del Sobreseimiento

Artículo 168. El juicio es improcedente contra
actos o resoluciones:

I. Que no afecten los intereses jurídicos del actor;
II. Que se hayan consumado de un modo irreparable;
III. Que hayan sido materia de sentencia pronuncia-
da por autoridad jurisdiccional, siempre que hubiera
identidad de partes y se trate del mismo acto o reso-
lución impugnado, aunque las violaciones alegadas
sean diversas;
IV. Respecto de los cuales hubiere consentimiento
expreso o tácito, entendiendo que se da este último
únicamente cuando no se promovió el proceso admi-
nistrativo ante el Tribunal o los Juzgados, en los plazos
que señala este Código;
V. Que sean materia de un recurso o proceso que se
encuentre pendiente de resolución ante una autori-
dad administrativa o jurisdiccional;
VI. Que sean inexistentes, derivada claramente esta
circunstancia de las constancias de autos; y
VII. En los demás casos en que la improcedencia re-
sulte de alguna disposición legal.

Las causales a que alude este precepto, se-
rán examinadas de oficio.

Artículo 169. Procede el sobreseimiento cuan-
do:

I. El actor se desista de la demanda;
II. Durante el proceso apareciere o sobreviniere algu-
na de las causas de improcedencia a que se refiere el
artículo anterior;
III. El demandante fallezca durante el proceso, si su
derecho es intransmisible o si su muerte lo deja sin
materia;
IV. La autoridad demandada haya satisfecho la pre-
tensión del actor.
V. Convenio celebrado entre las partes, siempre y
cuando no sea contrario a las disposiciones jurídicas
normativas ni afecte los derechos de tercero. Los con-
venios respectivos podrán ser aprobados por el
Magistrado de la Sala de conocimiento o por los juz-
gados administrativos municipales, y producirán todos
sus efectos jurídicos inherentes a una sentencia eje-
cutoria, con autoridad de cosa juzgada.

Cuando el convenio sea obscuro, irregular o
incompleto, la autoridad podrá requerir a las partes
para que lo aclare, corrija o complete en un término
de tres días, apercibiéndolo que, de no hacerlo se ten-
drá por no presentado.

Para dictar resolución en los casos de sobre-
seimiento, no será necesario que se hubiere celebrado
la audiencia.

Capítulo Tercero
De la Demanda

Artículo 170. La demanda deberá presentarse
por escrito o en la modalidad de juicio en línea ante
el Tribunal; dentro de los quince días siguientes a
aquél en que haya surtido efectos la notificación del
acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya
ostentado sabedor de su contenido o de su ejecu-
ción, con las excepciones siguientes:

I. Cuando el interesado fallezca durante el término
para la interposición de la demanda, el mismo se
ampliará hasta por seis meses;
II. Cuando se demande la nulidad de un acto favora-
ble al particular, las autoridades podrán presentar la
demanda dentro del año siguiente a la fecha en que
sea emitido el acto o resolución, salvo que haya
producido efectos de tracto sucesivo, caso en el que
podrá demandar la modificación o nulidad en cual-
quier época sin exceder de un año del último efecto,
pero los efectos de la sentencia en caso de ser total o
parcialmente desfavorable para el particular sólo se
retrotraerán al año anterior a la presentación de la
demanda; y
III. En caso de negativa ficta, la demanda podrá pre-
sentarse en cualquier tiempo, mientras no se notifique
la resolución expresa.

La demanda podrá enviarse por correo certifi-
cado con acuse de recibo, si el actor tiene su domicilio
fuera de la ciudad donde resida el Tribunal, en cuyo
caso, se tendrá por presentada en la fecha que fue
depositada en la oficina de correos.

Artículo 171. Las partes señalarán en su pri-
mer escrito, domicilio para recibir notificaciones en
el lugar de residencia del Tribunal, o dirección de co-
rreo electrónico. En caso de no hacerlo, las
notificaciones, aún las de carácter personal, se ha-
rán por estrados.
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Artículo 172. El escrito de demanda expresa-
rá:

I. El nombre del actor o de quien promueva en su
nombre; así como el domicilio para recibir notificacio-
nes en el lugar de residencia del Tribunal, o la dirección
de correo electrónico y, en su caso, los autorizados
para oír y recibir notificaciones;
II. El acto o resolución que se impugna y, en su caso,
la fecha de su notificación o en la que se haya osten-
tado sabedor del mismo;
III. Las autoridades demandadas o el nombre y domi-
cilio del particular demandado;
IV. El nombre y domicilio del tercero que tenga un
derecho incompatible con la pretensión del actor;
V. La pretensión intentada.
VI. Los hechos que den motivo a la demanda;
VII. Los conceptos de impugnación del acto o resolu-
ción combatida; y
VIII. Las pruebas que se ofrezcan.

Artículo 173. A la demanda se anexará:

I. Una copia de la misma y de los documentos adjun-
tos para cada una de las partes y una más para el
duplicado;
II. Los documentos en que conste el acto o resolu-
ción impugnado, cuando los tenga a su disposición; o
en su caso, copia de la solicitud no contestada por la
autoridad;
III. El documento que acredite su personalidad o en
el que conste que le fue reconocida por la autoridad
demandada, cuando no gestione en nombre propio;
IV. La constancia de notificación del acto o resolu-
ción impugnado, excepto cuando el demandante
declare bajo protesta de decir verdad que no recibió la
misma o cuando hubiera sido por correo;
V. Las pruebas documentales ofrecidas; y
VI. El cuestionario para los peritos, cuando se ofrez-
ca la prueba pericial, así como el pliego de posiciones
cuando se ofrezca la confesional.

Artículo 174. Cuando la demanda no reúna los
requisitos que establece el artículo 265 de este Códi-
go, o bien no se adjunten los documentos a que se
refiere el artículo anterior, el juzgador requerirá al
actor para que en el término de cinco días, la aclare,
corrija o complete, con el apercibimiento que, de no
hacerlo, se tendrá por no presentada. Respecto de
las pruebas documental, pericial y confesional se ten-
drán por no ofrecidas.

Artículo 175. Cuando se alegue que la resolu-
ción administrativa no fue notificada o que lo fue
ilegalmente, siempre que se trate de las impugna-
bles en el juicio administrativo, se estará a las
siguientes reglas, si el actor:

I. Afirma conocer la resolución administrativa, los
conceptos de impugnación contra su notificación y
contra la resolución misma, deberán hacerse valer
en la demanda, en la que manifestará la fecha en que
la conoció; o,
II. Manifiesta que no conoce la resolución adminis-
trativa que pretende impugnar, así lo expresará en
su demanda, señalando la autoridad a quien la atri-
buye, su notificación o su ejecución. En este caso, al
contestar la demanda, la autoridad acompañará cons-
tancia de la resolución administrativa y de su
notificación, mismas que el actor podrá combatir me-
diante ampliación de la demanda.

Artículo 176. El Tribunal estudiará los concep-
tos de impugnación expresados contra la notificación,
en forma previa al examen de los agravios expresa-
dos en contra de la resolución administrativa.

Si resuelve que no hubo notificación o que
fue ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la
resolución administrativa desde la fecha en que ma-
nifestó conocerla o en la que se le dio a conocer,
según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado
en base a dicha notificación, y procederá al estudio
de la impugnación que se hubiese formulado contra
la resolución.

Si resuelve que la notificación fue legalmen-
te practicada y, como consecuencia de ello la demanda
fue presentada extemporáneamente, sobreseerá el
juicio en relación con la resolución administrativa
combatida.

Artículo 177. Tratándose de actos que afecten
la libertad, bastará para la admisión de la demanda
que en ella se expresen los hechos que la motivan y
el señalamiento de la autoridad demandada, pudien-
do presentarse por cualquier persona, ya sea a través
de comparecencia, correo, telegrama o cualquier otro
medio electrónico.

Artículo 178. La demanda formulada por un
tercero deberá ser ratificada por el actor dentro del
plazo de tres días hábiles siguientes a su presenta-
ción ante el Tribunal, sin perjuicio de que se continúe
el trámite del juicio.

Capítulo Cuarto
De la Suspensión

Artículo 179. La suspensión del acto o resolu-
ción impugnado podrá solicitarla el actor en su
demanda por escrito o en el juicio en línea, o en cual-
quier momento del proceso y tendrá por efecto
mantener las cosas en el estado en que se encuen-
tren, en tanto se pronuncia sentencia.

Cuando la suspensión se pida en la deman-
da, si procede, deberá concederse por el Tribunal o
Juzgado en el acuerdo que la admita, haciéndolo sa-
ber inmediatamente a la autoridad demandada, para
su cumplimiento sin demora, pudiendo utilizarse para
tal efecto el telegrama, telefax, medios electrónicos o
cualquier otro proporcionado por la tecnología, siem-
pre que pueda comprobarse fehacientemente su
recepción.

Artículo 180. No se otorgará la suspensión si
se causa perjuicio evidente al interés social, si se
contravienen disposiciones de orden público o se deje
sin materia el proceso administrativo.

Artículo 181. En los casos en que proceda la
suspensión, pero pueda ocasionar daños y perjuicios
a terceros, se concederá si el actor otorga garantía
suficiente para reparar el daño e indemnizar los per-
juicios que con aquélla se causaren, si no obtiene
sentencia favorable en el proceso administrativo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse
derechos no estimables en dinero, el juzgador que
conozca del asunto fijará discrecionalmente el importe
de la garantía.



Página 24 TOMO III, NÚMERO   098 L

SECRETARÍA DE SERVICIOS PARLAMENTARIOS

SEGUNDA ÉPOCA

Artículo 182. El auto en que se decreta la sus-
pensión surtirá sus efectos desde luego, pero dejará
de surtirlos si el actor, dentro de los cinco días si-
guientes, no otorga la garantía establecida.

Artículo 183. La suspensión otorgada confor-
me a los artículos anteriores, quedará sin efectos si
el tercero da, a su vez, caución suficiente para resti-
tuir las cosas al estado que guardaban antes de la
violación y pagar los daños y perjuicios que sobreven-
gan al actor, en el caso de que éste obtenga sentencia
favorable.

Para que surta efecto la caución que ofrezca
el tercero, conforme al párrafo anterior, deberá cubrir
previamente los gastos legales que acredite el actor
haber hecho para constituir la garantía.

No se admitirá contragarantía cuando el le-
vantamiento de la suspensión implique dejar sin
materia el proceso administrativo.

Artículo 184. Para el cumplimiento de la sus-
pensión, el Tribunal, podrán hacer uso de los medios
de apremio previstos por la ley, lo dispuesto por este
Libro para el cumplimiento y ejecución de sentencias.

Artículo 185. Cuando se presuma la afectación
al orden público o al interés social, el juzgador podrá
solicitar a la autoridad emisora del acto o resolución
impugnado un informe, y en tal caso, podrá conceder
la suspensión provisional en tanto decide si se afec-
ta el orden público o el interés social.

El juzgador que haya concedido la suspensión
provisional, podrá dejarla sin efectos, cuando se com-
pruebe que con la misma se cause perjuicio al orden
público o al interés social; así como en los casos de
contragarantía otorgada por el tercero.

Artículo 186. La suspensión podrá concederse
con efectos restitutorios únicamente cuando a juicio
del juzgador sea necesario otorgarle estos efectos,
con el objeto de conservar la materia del litigio o im-
pedir perjuicios irreparables al propio particular.

La suspensión a que se refiere este artículo
procede de oficio y se concederá de plano.

Artículo 187. Tratándose de asuntos de carác-
ter fiscal, se concederá la suspensión, si quien la
solicita garantiza el interés fiscal dentro de los tres
días siguientes contados a partir del día en que se
solicitó la suspensión, ante las oficinas exactoras
correspondientes, en cualquiera de las formas pre-
vistas por la legislación fiscal correspondiente.

El juzgador podrá conceder la suspensión, sin
necesidad de que se garantice el importe del crédito,
cuando el asunto planteado no rebase la cantidad que
resulte de multiplicar por ciento cincuenta la Unidad
de Medida y Actualización diaria. El auto que dispen-
se el otorgamiento de la garantía no será recurrible.

Artículo 188. Cuando los actos o resoluciones
materia de impugnación hubieren sido ejecutados a
particulares de escasos recursos económicos, impi-
diendo el ejercicio de su única actividad personal de
subsistencia, debiendo éstos acreditar tal circuns-
tancia aportando medios de convicción, y entre tanto
se pronuncia la resolución que corresponda, el juzga-

dor podrá dictar las medidas que estime pertinentes
para preservar el medio de subsistencia del actor.
Dichas medidas podrán dictarse de plano.

Artículo 189. La suspensión podrá ser revoca-
da por el juzgador en cualquier momento del proceso
administrativo, si existe un cambio de la situación
jurídica bajo la cual se otorgó, oyéndose previamente
a los interesados de oficio o a petición de parte.

Capítulo Quinto
De la Contestación de la Demanda

Artículo 190. Admitida la demanda se correrá
traslado de ella al demandado, emplazándolo para que
la conteste dentro de los quince días siguientes a
aquél en que surta efectos el emplazamiento. Si el
demandado es autoridad, ésta deberá señalar la di-
rección de correo electrónico en la que se le realizarán
sus notificaciones. La contestación de la demanda se
podrá enviar mediante correo certificado con acuse
de recibo, cuando el demandado tenga su domicilio
fuera de la ciudad donde resida el Tribunal o Juzgado,
en cuyo caso se tendrá por presentada en la fecha
que fue depositada en la oficina de correos.

Cuando los demandados fueren varios, el tér-
mino para contestar les correrá individualmente.

Si no se produce la contestación en tiempo o
ésta no se refiere a todos los hechos, se tendrán como
ciertos los que el actor impute de manera precisa al
demandado, salvo que por los medios de prueba ren-
didos o por hechos notorios, resulten desvirtuados.

Cuando alguna autoridad que deba ser parte
en el juicio no fuese señalada por el actor, de oficio
se le correrá traslado de la demanda para que la con-
teste.

Artículo 191. El demandado en su contesta-
ción y, en su caso, en la contestación a la ampliación
de la demanda, expresará:

I. Los incidentes de previo y especial pronunciamien-
to a que haya lugar;
II. Las causas de improcedencia y sobreseimiento que
a su juicio se actualicen dentro del proceso adminis-
trativo;
III. La referencia concreta de cada uno de los hechos
que el actor le impute de manera expresa afirmándo-
los, negándolos, oponiendo excepciones, expresando
que los ignora por no ser propios o exponiendo cómo
ocurrieron, según sea el caso;
IV. Los argumentos por medio de los cuales se de-
muestre la ineficacia de los conceptos de impugnación;
y
V. Las pruebas que ofrezca.

Artículo 192. El demandado deberá acompañar
a su contestación:

I. Copias de la misma y de los documentos anexos
para las demás partes y una más para el duplicado;
II. Los documentos con los que acredite su persona-
lidad;
III. Las pruebas documentales que ofrezca, en su caso;
IV. La ampliación del cuestionario para el desahogo
de la prueba pericial ofrecida por el demandante o, en
su caso, el cuestionario respectivo, cuando ofrezca la
prueba pericial; y
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V. El pliego de posiciones cuando se ofrezca la confe-
sional.

Tratándose de la contestación a la ampliación
de la demanda, se deberán adjuntar también los do-
cumentos previstos en este artículo, excepto aquéllos
que ya se hubieren acompañado al escrito de contes-
tación de la demanda.

Artículo 193. En la contestación de la deman-
da no podrán cambiarse los motivos ni los
fundamentos de derecho del acto o resolución impug-
nado.

En caso de negativa ficta, la autoridad expre-
sará los hechos y el derecho en que se apoya la misma,
y de no hacerlo, el juzgador tendrá por confesados los
hechos que la actora le impute de manera precisa a
la demandada, salvo prueba en contrario.

En la contestación de la demanda o antes de
que se dicte sentencia, la autoridad demandada po-
drá allanarse a las pretensiones del actor o revocar el
acto o resolución impugnado, así como sus efectos,
debiendo acreditarlo ante el Tribunal o Juzgados.

Artículo 194. El tercero, dentro de los quince
días siguientes a aquél en el que se le corra traslado
de la demanda, podrá comparecer en el juicio mediante
escrito que contendrá los requisitos de la contesta-
ción de la demanda. Debiendo adjuntar a su escrito
el documento con el que acredite su personalidad,
cuando no gestione en nombre propio o en el que cons-
te que le fue reconocida por la autoridad demandada.

Capítulo Sexto
De la Ampliación de Demanda

y su Contestación

Artículo 195. El actor tendrá derecho a ampliar
la demanda, dentro de los cinco días siguientes a la
fecha en que surta efectos la notificación del acuerdo
recaído a la contestación de la demanda, en los casos
siguientes:

I. Cuando se impugne una negativa ficta;
II. Cuando en la contestación se sostenga que el jui-
cio es improcedente por consentimiento tácito y el
actor considere que la notificación del acto o resolu-
ción impugnado se practicó ilegalmente. En este caso,
si al dictarse sentencia, se decide que tal notifica-
ción fue legalmente practicada y como consecuencia
de ello la demanda fue presentada extemporáneamen-
te, se sobreseerá el juicio en relación con el acto
administrativo combatido; y
III. Cuando con motivo de la contestación, se intro-
duzcan cuestiones que, sin violar el primer párrafo
del artículo 175 de este código, no sean conocidas por
el actor al presentar la demanda.

Artículo 196. La contestación de la ampliación
de la demanda deberá realizarse dentro de los siete
días siguientes al en que surta efectos la notifica-
ción del acuerdo que la admita.

Si no se produce en tiempo la contestación a
la ampliación de la demanda o ésta no se refiere a
todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el
actor atribuya de manera precisa al demandado, sal-
vo que por los medios de prueba rendidos o por hechos
notorios resulten desvirtuados.

Capítulo Séptimo
De las Pruebas

Artículo 197. Se admitirán toda clase de prue-
bas que tengan relación con los hechos controvertidos,
excepto la confesional mediante absolución de posi-
ciones de la autoridad. No se considerará comprendida
en esta excepción, la petición de informes a los ser-
vidores públicos, respecto de hechos que consten en
sus expedientes, archivos o registros.

Las pruebas supervenientes podrán presen-
tarse siempre que no se haya dictado resolución. En
este caso, se dará vista a los interesados para que en
el plazo de cinco días expresen lo que a su derecho
convenga.

Los autos en que se admita alguna prueba no
son recurribles. Cuando la recepción de una prueba
pueda ofender la moral, al prudente criterio de la au-
toridad, las diligencias respectivas serán reservadas.

Artículo 198. Los actos administrativos se pre-
sumirán legales; sin embargo, las autoridades
administrativas deberán probar los hechos que los
motiven cuando el interesado los niegue lisa y llana-
mente, a menos que la negativa implique la afirmación
de otro hecho.

Artículo 199. Este Código reconoce como me-
dios de prueba:

I. La confesión;
II. Los documentos públicos y privados;
III. La pericial;
IV. La inspección;
V. La testimonial;
VI. La presuncional;
VII. Los informes de la autoridad;
VIII. Los mensajes de datos provenientes de los me-
dios electrónicos en los términos de la Ley sobre el
Uso de Medios Electrónicos y Firma Electrónica para
el Estado de Guanajuato y sus Municipios; y
IX. Las fotografías y demás elementos aportados por
los descubrimientos de la ciencia.

Artículo 200. Las pruebas ofrecidas oportuna-
mente, que no se hayan desahogado por causas
independientes a la voluntad de los interesados, se
desahogarán dentro del término de quince días, con-
tados a partir de la notificación del auto que ordene
su desahogo, salvo que la autoridad fije otro término
atendiendo a la prueba.

Artículo 201. La magistrado instructor podrá
ordenar la práctica de cualquier diligencia que tenga
relación con los hechos controvertidos o acordar la
exhibición de cualquier documento, siempre que se
estime necesario y sea conducente para el conoci-
miento de la verdad.

Asimismo, podrá interrogar sobre todos los
hechos y circunstancias que sean conducentes a la
averiguación de la verdad.

Artículo 202. Al que niega sólo le corresponde
probar, cuando:

I. La negación envuelva la afirmación expresa de un
hecho;
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II. Se desconozca la presunción legal que tenga a su
favor el colitigante; y
III. Se desconozca la capacidad.

Artículo 203. El que funda su derecho en una
regla general no necesita probar que su caso siguió la
regla general y no la excepción; pero quien alegue que
el caso está en la excepción de una regla general,
debe probar que así es.

Artículo 204. Sólo los hechos están sujetos a
prueba; el derecho lo estará únicamente cuando se
funde en leyes extranjeras o en jurisprudencia.

Artículo 205. El magistrado acordará sobre la
admisión de las pruebas ofrecidas. Sólo podrá recha-
zar aquéllas que no fuesen ofrecidas conforme a
derecho, no tengan relación con el fondo del asunto o
sean innecesarias.

Artículo 206. Los hechos notorios pueden ser
invocados por las autoridades, aunque no hayan sido
alegados ni probados por los interesados.

Artículo 207. Los terceros están obligados en
todo tiempo a prestar auxilio a la autoridad en la ave-
riguación de la verdad; en consecuencia, deben sin
demora exhibir los documentos y cosas que tengan
en su poder, cuando para ello fueren requeridos. La
autoridad tiene la facultad y el deber de compeler a
los terceros, por los medios de apremio que estable-
ce este Código, para que cumplan con esta obligación;
en caso de oposición, oirán las razones en que la fun-
den y resolverán sin ulterior recurso.

De la mencionada obligación están exentos
los ascendientes, descendientes, cónyuge, parientes
colaterales hasta el segundo grado y personas que
deban guardar secreto profesional, en los casos en
que se trate de probar contra la parte con la que es-
tén relacionados.

De la Confesional

Artículo 208. La confesión se refiere a hechos
propios y puede ser expresa o tácita. Es expresa, la
que se hace de manera clara, ya al formular o contes-
tar la demanda, ya absolviendo posiciones, o en
cualquier otro documento o diligencia; tácita, la que
se presume en los casos señalados por la Ley.

La confesión sólo produce efecto en lo que
perjudica al que la hace.

Artículo 209. Cuando lo solicite el oferente
podrán articularse posiciones al mandatario, siem-
pre que tenga poder bastante para absolverlas o se
refieran a hechos ejecutados por él en el ejercicio del
mandato.

Artículo 209. En el caso de cesión, se conside-
ra al cesionario como apoderado del cedente, para
absolver posiciones sobre hechos de éste; pero, si
los ignora, pueden articularse las posiciones al ce-
dente.

Artículo 210. Las posiciones deben articular-
se en términos claros y precisos; deben tener relación
con los hechos controvertidos; no han de ser insidio-
sas; deben ser afirmativas, procurándose que cada

una contenga sólo un hecho; y éste ha de ser propio o
del conocimiento del que declara.

Se tienen por insidiosas las posiciones que
se dirijan a confundir a quien ha de responder, con el
objeto de obtener una confesión contraria a la ver-
dad.

Artículo 211. Cuando la posición contenga dos
o más hechos, la autoridad la examinará, determi-
nando si debe absolverse en dos o más posiciones, o
si, por la íntima relación que exista entre los hechos
que contiene, de manera que no pueda afirmarse o
negarse uno, sin afirmar o negar el otro u otros, y
teniendo en cuenta lo ya declarado por el absolvente
al contestar las anteriores del pliego, debe prevalecer
como ha sido formulada.

Artículo 212. Al ofrecerse la prueba confesio-
nal, se presentará el pliego que contenga las
posiciones en sobre cerrado, el que deberá guardarse
y permanecer así hasta la fecha en que hayan de ab-
solverse las posiciones, asentándose por quien tenga
facultades, la razón respectiva en la cubierta.

Artículo 213. El que haya de absolver posicio-
nes será citado personalmente a más tardar al día
anterior al señalado para la audiencia, bajo apercibi-
miento de que, si dejare de comparecer sin justa
causa, se le tendrá por confeso.

Artículo 214. Si el citado a absolver posicio-
nes comparece, la autoridad abrirá el pliego, e
impuesta de ellas, las calificará y aprobará sólo las
que se ajusten a lo dispuesto en el artículo 60.

Artículo 215. Si fueren varios los que hayan
de absolver posiciones al tenor de un mismo pliego,
las diligencias se practicarán separadamente y en un
mismo día, siempre que fuere posible, evitando que
los que absuelvan primero se comuniquen con los que
han de absolver después.

Artículo 216. En ningún caso se permitirá que
el obligado a absolver posiciones esté asistido por su
abogado, procurador, ni otra persona; pero si el ab-
solvente no habla el idioma español, podrá ser
asistido por un traductor y, en este caso, la autoridad
lo nombrará.

Artículo 217. Hecha por el absolvente la pro-
testa de decir verdad, la autoridad procederá al
interrogatorio. El interrogatorio será aclarado y expli-
cado al absolvente al formulársele cada posición, a
fin de que conteste a cada una de ellas con pleno
conocimiento de causa.

Artículo 218. Las contestaciones serán cate-
góricas, en sentido afirmativo o negativo; pero el
absolvente podrá agregar las explicaciones que con-
sidere necesarias y, en todo caso, dará las que la
autoridad le pida. Si el absolvente estimare ilegal una
posición, podrá manifestarlo a fin de que se vuelva a
calificar. Si se declara procedente, se repetirá a aquélla
para que la conteste, apercibida de tenerla por confe-
sa, si no lo hace.

Artículo 219. Terminado el interrogatorio, quien
lo formuló puede articular oral y directamente, en el
mismo acto y previo permiso de la autoridad, nuevas
posiciones al absolvente. En este caso, cuando al
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acabar de hacerse una posición, advierta la autoridad
que no se ajusta a lo dispuesto en el artículo 60, la
reprobará y declarará que no tiene el absolvente obli-
gación de contestarla.

Artículo 220. Si el absolvente se niega a con-
testar, o contesta con evasivas, o dice ignorar los
hechos propios, la autoridad la apercibirá de tenerla
por confesa, si insiste en su actitud.

Artículo 221. Las respuestas serán asentadas
literalmente, a medida que se vayan produciendo, y
serán firmadas al pie de la última hoja y al margen de
las demás en que se contengan, así como el pliego de
posiciones, por los absolventes, después de leerlas
por sí mismos, si quisieren hacerlo, o de que les sean
leídas, en caso contrario.

Si no supieren firmar, pondrán su huella digi-
tal y, si no quisieren hacer lo uno ni lo otro, firmará
sólo la autoridad y hará constar esta circunstancia.

Artículo 222. Cuando el absolvente, al ente-
rarse de su declaración, manifieste no estar conforme
con los términos en que se hayan asentado sus res-
puestas, la autoridad decidirá en el acto lo que proceda,
determinando si debe hacerse alguna rectificación en
el acta.

Artículo 223. Firmadas las declaraciones por
los que las hubieren producido, o, en su defecto, sólo
por la autoridad, no podrán variarse ni en la sustan-
cia, ni en la redacción.

Artículo 224. En caso de que la persona que
tuviere que declarar no pudiere ocurrir a la diligencia,
por enfermedad debidamente comprobada, a criterio
de la autoridad, o presente una discapacidad, se se-
ñalará nueva fecha para el desahogo de la prueba; de
subsistir el impedimento el personal de la autoridad
se trasladará al lugar donde la persona se encuentre,
para el desahogo de la diligencia en presencia de la
otra parte en su caso.

Artículo 225. A la persona legalmente citada a
absolver posiciones, se le tendrá por confesa, salvo
prueba en contrario, en las preguntas sobre hechos
propios que se formulen cuando:

I. Sin justa causa no comparezca;
II. Insista en negarse a declarar; y
III. Al declarar insista en no responder afirmativa o
negativamente, o en manifestar que ignora los he-
chos.

Artículo 226. En el primer caso del artículo
anterior, la autoridad abrirá el pliego de posiciones y
las calificará antes de hacer la declaración. En los
demás casos, al terminar la diligencia, hará la decla-
ración de tener por confeso al absolvente.

Artículo 227. Se tendrá por confeso al articu-
lante, sólo en lo que le perjudique, respecto a los
hechos propios que consten en las posiciones que
formule, y contra ellos no se admitirá prueba de nin-
guna clase.

Artículo 228. Son documentos públicos aqué-
llos cuya formulación está encomendada por la Ley,
dentro de los límites de su competencia, a las perso-

nas dotadas de fe pública y los expedidos por servido-
res públicos en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la
existencia regular, sobre los documentos de sellos,
firmas y otros signos exteriores que, en su caso, pre-
vengan las leyes, salvo prueba en contrario.

De los Documentos Públicos y Privados

Artículo 229. Los documentos públicos expe-
didos por autoridades de la Federación, de los Estados,
del Distrito Federal o de los municipios, harán fe en
el Estado sin necesidad de legalización.

Para que hagan fe en el Estado los documen-
tos procedentes del extranjero, deberán presentarse
debidamente legalizados por las autoridades diplomá-
ticas y consulares, o sujetarse a los convenios que la
Federación o el Estado haya celebrado en esta mate-
ria.

Artículo 230. Los documentos que no se pre-
senten en idioma español, deberán acompañarse de
su traducción, de lo que se mandará dar vista a los
demás interesados, en su caso, para que dentro de
tres días manifiesten si están conformes. Si lo están
o no contestan la vista, se estará a la traducción apor-
tada; en caso contrario, la autoridad nombrará
traductor a costa del oferente de la prueba.

Artículo 231. Los documentos privados se pre-
sentarán en originales y, cuando formen parte de un
libro, expediente o legajo, se exhibirán para su com-
pulsa.

Artículo 232. Cuando las pruebas no obren en
poder del oferente o cuando no hubiere podido obte-
nerlas a pesar de tratarse de documentos que
legalmente se encuentren a su disposición, éste de-
berá señalar el archivo o lugar de ubicación, para que
a su costa se mande expedir copia certificada de ellos,
o se requiera su revisión cuando ésta sea legalmente
posible. Para este efecto, deberá indicar con toda pre-
cisión los documentos y tratándose de los que pueda
tener a su disposición, bastará con que acompañe
copia de la solicitud debidamente presentada por lo
menos cinco días antes de la presentación del escri-
to que ofrezca. Se entiende que el interesado tiene a
su disposición los documentos, cuando legalmente
pueda tener copia autorizada de los originales o de
las constancias.

Artículo 233. Después de la presentación del
escrito inicial, de la demanda o de la contestación no
se admitirán otros documentos, excepto los que se
encuentren en alguno de los casos siguientes:

I. Los de fecha posterior a los escritos señalados en
el párrafo anterior;
II. Los de fecha anterior respecto de los cuales, bajo
protesta de decir verdad, asevere la parte que los pre-
sente no haber tenido conocimiento de su existencia,
salvo prueba en contrario de parte interesada, en su
caso; y
III. Los que no hayan podido obtener con anteriori-
dad, por causas que no sean imputables a la parte
interesada, siempre que se hubiere hecho oportuna-
mente la designación del archivo o lugar en que se
encuentren los originales.
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En estos casos los documentos podrán pre-
sentarse hasta antes de que se dicte resolución.

Artículo 234. A fin de que los interesados pue-
dan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen
la obligación de expedir con toda oportunidad las co-
pias certificadas de los documentos que les soliciten.
Si los servidores públicos no cumplen con esta obli-
gación, el interesado podrá solicitar, en cualquier
momento, a la autoridad ante la cual actúa que re-
quiera a los omisos.

Cuando sin justa causa la autoridad requeri-
da no expida las copias de los documentos ofrecidos
para probar los hechos que se les imputan y siempre
que los documentos solicitados hubieran sido identi-
ficados con toda precisión tanto en sus características
como en su contenido, se presumirán ciertos los he-
chos que se pretendan probar con esos documentos.

En los casos en que la autoridad requerida no
sea parte, se podrá hacer valer un medio de apremio
a la omisa, sin perjuicio de las demás sanciones que
procedan por las responsabilidades en que incurra.

Artículo 235. En el juicio administrativo, cuan-
do alguno de los interesados sostenga la falsedad de
un documento y éste pueda ser de influencia notoria
en el proceso, no se efectuará la audiencia final, sino
hasta que se decida en vía incidental sobre la false-
dad del mismo, a no ser que la parte a quien beneficie
el documento renuncie a que se tome como prueba.

Artículo 236. Las partes al contestar la demanda
podrán objetar las pruebas documentales que se ofrez-
can.

Tratándose de cualquier otro caso solo podrán
ser objetadas dentro de los tres días siguientes al
acuerdo que las admita.

De la Pericial

Artículo 237. La prueba pericial procede cuan-
do sean necesarios conocimientos especiales en
alguna ciencia, técnica o arte y se ofrecerá expresan-
do los puntos sobre los que versará.

Los peritos deben tener título en la especiali-
dad a que pertenezca la cuestión sobre la que ha de
oírse su parecer, si estuviere legalmente reglamen-
tada. Si no la estuviere, podrá ser nombrada cualquier
persona entendida a criterio de la autoridad.

Artículo 238. Al ofrecerse la prueba pericial, la
parte oferente indicará la materia sobre la que versa-
rá, nombrará a su perito y exhibirá el cuestionario
respectivo.

Cuando la autoridad lo considere indispensa-
ble para la solución del asunto, acordará la admisión
de la prueba pericial, sea que se ofrezca por alguna
de las partes o así se determine de oficio. Al admitir-
se la prueba, se prevendrá a las demás partes, para
que nombren al perito que les corresponda y adicio-
nen el cuestionario con lo que les interese. La propia
autoridad podrá adicionar el cuestionario, cuando se
ofrezca por los interesados. En caso de no cumplir la
prevención de nombramiento se tendrá a la parte por
perdiendo este derecho.

Artículo 239. En los supuestos en que proce-
de de oficio, la autoridad nombrará a los peritos,
preferentemente de entre los adscritos a las depen-
dencias y entidades de la administración pública del
Estado y de sus municipios.

Los honorarios de los peritos designados por
las partes serán pagados por éstas.

Artículo 240. Los peritos nombrados por las
partes no son recusables, pero los nombrados por la
autoridad deberán excusarse en los casos previstos
por el artículo 29 de este Código.

Artículo 241. En el desahogo de la prueba pe-
ricial se observarán las disposiciones siguientes:

I. La autoridad requerirá a las partes para que en el
plazo de tres días presenten a sus peritos, a fin de
que acrediten que reúnen los requisitos correspon-
dientes, acepten el cargo y protesten su legal
desempeño, apercibiéndolas de que si no lo presen-
tan sin justa causa, o las personas propuestas no
reúnen los requisitos de ley, o no aceptan el cargo,
sólo se considerará el peritaje de quien haya cumpli-
mentado el requerimiento. En caso de que no se haya
cumplido con los supuestos señalados con anteriori-
dad, la prueba será declarada desierta;
II. En los acuerdos por los que se discierna el cargo
de cada perito, la autoridad concederá un plazo de
diez días para que rindan su dictamen, a menos que
la misma les fije un plazo más amplio, con el aperci-
bimiento que de no hacerlo así, se tendrá por no
presentado;
III. Cuando la autoridad lo estime conveniente, soli-
citará a los peritos todas las aclaraciones que
considere necesarias y, en su caso, ordenará la prác-
tica de nuevas diligencias.

Las partes podrán formular observaciones a
los peritos y hacerles las preguntas que estimen per-
tinentes en relación con el dictamen que presenten;
y

IV. En caso de que existan diferencias no esenciales
en los dictámenes presentados por los peritos, las
mismas se razonarán, en forma cuidadosa, al resol-
ver el asunto, sin necesidad de nombrar perito tercero
en discordia. En el supuesto de que existan diferen-
cias esenciales en los dictámenes, la autoridad
nombrará perito tercero, el cual lo designará, prefe-
rentemente, de entre los adscritos a las dependencias
y entidades de la administración pública del Estado y
de sus municipios.

De la Inspección

Artículo 242. La inspección podrá practicarse
a petición del interesado o por disposición de la auto-
ridad, con citación previa y expresa, cuando pueda
servir para aclarar o fijar hechos relativos al asunto y
no requiera conocimientos técnicos especiales.

Cuando la prueba se ofrezca por alguno de los
interesados, se deberá indicar con precisión el objeto
de la misma, el lugar donde deba practicarse, el pe-
riodo que habrá de abarcar, en su caso, y la relación
con los hechos que se quieran probar; de lo contra-
rio, se requerirá al oferente para que haga las
precisiones respectivas dentro del término de tres
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días, apercibido que de no hacerlas se tendrá por no
admitida.

Artículo 243. Las partes podrán concurrir a la
inspección y hacer las observaciones que estimen
oportunas.

Artículo 244. De la diligencia se levantará acta
circunstanciada que firmarán los que en ella inter-
vengan.

La autoridad, de oficio o a petición de los in-
teresados, ordenará se levanten planos, fotografías,
videograbaciones o cualquier otro elemento aportado
por la técnica o ciencia que hagan constar circuns-
tancias del lugar o bienes inspeccionados, que se
agregarán al acta para los efectos legales que proce-
dan.

Artículo 245. Cuando uno de los interesados
se oponga a la inspección ordenada por la autoridad o
no exhiba la cosa o documento que tenga en su poder
y sea objeto de la misma, se tendrán por ciertas las
afirmaciones planteadas en el ofrecimiento.

De la Testimonial

Artículo 246 Los interesados que ofrezcan la
prueba testimonial indicarán el nombre de los testi-
gos. Podrán presentarse hasta tres testigos sobre cada
hecho.

Los testigos deberán ser presentados por el
oferente, salvo que éste manifieste imposibilidad para
hacerlo y proporcione el domicilio de aquéllos, caso
en que la autoridad los citará a declarar.

Artículo 247. Los servidores públicos no están
obligados a declarar como testigos. Sólo cuando la
autoridad lo estime indispensable para la investiga-
ción de la verdad, podrán ser llamados a declarar, de
preferencia rindiendo su testimonio por escrito.

Artículo 248. La autoridad señalará día y hora
para la recepción de la prueba testimonial. Las pre-
guntas serán formuladas verbalmente, previa
calificación de la autoridad.

Al final del examen de cada testigo, los inte-
resados podrán, por una sola vez y en forma oral,
formularle repreguntas, previa autorización solicita-
da a la autoridad.

Artículo 249. Serán desechadas las preguntas
y repreguntas, cuando:

I. Sean ajenas a la cuestión debatida;
II. Se refirieran a hechos o circunstancias que ya cons-
ten en el expediente;
III. Sean contradictorias con una pregunta o repre-
gunta anterior;
IV. No estén formuladas de manera clara y precisa;
V. Contengan términos técnicos;
VI. Se refirieran a opiniones, creencias o conceptos
subjetivos de los testigos;
VII. Sean indicativas y lleven implícita la respuesta;
y
VIII. La repregunta no tenga relación con la pregunta
directa.

Artículo 250. Después de tomarse al testigo la
protesta de conducirse con verdad y de advertirlo de
las penas en que incurre el que se conduce con false-
dad ante una autoridad en ejercicio de sus funciones,
se hará constar su nombre, edad, estado civil, domi-
cilio, ocupación; si es pariente consanguíneo o afín
de alguna de las partes y en qué grado; si tiene inte-
rés directo en el asunto o en otro semejante, y si es
amigo íntimo o enemigo de alguno de los interesa-
dos.

Artículo 251. Los testigos serán examinados
separada y sucesivamente, sin que unos puedan pre-
senciar las declaraciones de los otros. Cuando no sea
posible terminar el examen de los testigos en un solo
día, la diligencia se suspenderá para continuarse al
día siguiente hábil, salvo lo establecido en el artículo
18 del presente Código.

La autoridad tendrá la más amplia facultad
para hacer a los testigos las preguntas que estime
conducentes a la investigación de la verdad, así como
para cerciorarse de la idoneidad de los mismos, asen-
tándose todo en el acta.

Artículo 252. Si el testigo no hablare español,
rendirá su declaración por medio de intérprete, quien
será nombrado de oficio por la autoridad.

Artículo 253. En el acta respectiva, primero se
hará constar textualmente la pregunta, después la
calificación o no de la misma y enseguida la respues-
ta que dé el testigo.

Artículo 254. Los testigos están obligados a
dar la razón de su dicho y la autoridad deberá exigir-
la.

Artículo 255. El testigo firmará al calce de su
declaración y al margen de las hojas que la contenga,
después de que la leyere por sí mismo o que se le
hubiere leído por la autoridad si no puede o no sabe
leer, y de que la haya ratificado en ambos casos. En
caso de que no pueda o no sepa firmar, imprimirá su
huella digital.
La declaración, una vez ratificada, no podrá variarse
en sustancia, ni en redacción.

Artículo 256. En el acto del examen de un tes-
tigo, pueden los interesados atacar el dicho de aquél
por cualquier circunstancia que, en su concepto, afecte
su credibilidad. Al valorar la prueba testimonial, la
autoridad apreciará las impugnaciones y justificacio-
nes que se hubieren planteado y obren en el
expediente.

Artículo 257. Cuando el testigo no ocurra a la
diligencia por causa justificada, deberá acreditar ésta
dentro del término de los cinco días siguientes. Para
el caso de que presente una discapacidad o enferme-
dad que le imposibilite asistir, se señalará nueva fecha
para el desahogo de la prueba y, de subsistir el impe-
dimento, el personal de la autoridad se trasladará al
lugar donde el testigo se encuentre para el desahogo
de la diligencia, en presencia de la otra parte, en su
caso.

Artículo 258. La prueba testimonial será de-
clarada desierta cuando habiéndose comprometido el
oferente a presentar al testigo, no lo hubiere presen-
tado.
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Cuando el oferente solicite a la autoridad que
cite al testigo y éste no viva en el domicilio señalado
por el oferente, la autoridad le requerirá por una sola
ocasión, para que señale nuevo domicilio del testigo
y si el oferente no señaló un nuevo domicilio o el
testigo no vive en el domicilio señalado, la prueba se
declarará desierta.

De la Presuncional

Artículo 259. Presunción es la consecuencia
que la ley o la autoridad deducen de un hecho conoci-
do para averiguar la verdad de otro desconocido; la
primera se llama legal y la segunda humana.

Hay presunción legal cuando la ley la esta-
blece expresamente. Hay presunción humana cuando
de un hecho debidamente probado se deduce otro que
es consecuencia ordinaria de aquél.

Artículo 260. El que tiene a su favor una pre-
sunción legal, sólo está obligado a probar el hecho en
que la funda.

Artículo 261. Las presunciones humanas ad-
miten prueba en contrario.

Artículo 262. Para que las presunciones sean
apreciables como medio de prueba, es indispensable
que entre el hecho demostrado y aquél que se trata
de deducir haya un enlace preciso. La autoridad apre-
ciará en justicia el valor de las presunciones.

De los Informes de la Autoridad

Artículo 263. La prueba de informes se ofrece-
rá pidiendo al juzgador que solicite a cualquier
autoridad administrativa, comunique por escrito so-
bre hechos que haya conocido, deba conocer o se
presuma fundadamente conoce con motivo o durante
el desempeño de sus funciones expidiendo de todo
ello constancia, además de proporcionar copias o do-
cumentos que deriven de sus libros, registros,
archivos o expedientes que estén relacionados con
los hechos controvertidos.

Si la autoridad requerida de un informe fuera
omisa en la contestación o no la produce dentro del
plazo de cinco días, se le aplicarán las medidas de
apremio contenidas en el presente Código.

De los Mensajes de Datos

Artículo 264. Los mensajes de datos deben
ofrecerse como prueba, conforme a las reglas esta-
blecidas en este Código para la prueba documental.

De las Fotografías y Demás
Elementos Aportados por los

Descubrimientos de la Ciencia

Artículo 265. Para acreditar hechos o circuns-
tancias que tengan relación con el asunto que se
ventila, los interesados pueden presentar fotografías
y demás elementos aportados por los descubrimien-
tos de la ciencia.

Artículo 267. En todo caso en que se necesi-
ten conocimientos especiales para la apreciación de
los medios de prueba a que se refiere este capítulo,

podrá la autoridad oír el parecer de un perito nombra-
do por él.

De la Valoración de la Prueba

Artículo 268. El juzgador goza de la más am-
plia libertad para hacer el análisis de las pruebas
rendidas y determinar su valor, salvo lo dispuesto por
este Código.

Artículo 269. La confesión expresa hará prue-
ba plena cuando concurran en ella las circunstancias
siguientes:

I. Que sea hecha por persona con capacidad para obli-
garse;
II. Que sea hecha con pleno conocimiento y sin coac-
ción ni violencia; y
III. Que sea de hecho propio o, en su caso, del repre-
sentado y concerniente al asunto.

Artículo 270. Los hechos propios de los inte-
resados aseverados en cualquier acto del
procedimiento o proceso, harán prueba plena en con-
tra de quien los asevere, sin necesidad de ofrecerlos
como prueba.

Artículo 280. La confesión ficta produce el efec-
to de una presunción, cuando no haya pruebas que la
contradigan.

Artículo 281. Los documentos públicos hacen
prueba plena.

Artículo 282. Los informes emitidos por auto-
ridad competente hacen prueba plena.

Artículo 283. Las copias certificadas hacen fe
de la existencia de los documentos originales.

Artículo 284. La documental privada, inspec-
ción, pericial, fotografías y demás elementos aportados
por los descubrimientos de la ciencia, serán valoradas
según el prudente arbitrio de la autoridad.

Artículo 285. Para los casos en que se haya
extraviado o destruido el documento público o priva-
do y para aquél en que no pueda disponer, sin culpa
alguna de su parte quien debiere presentarlo y bene-
ficiarse con él, tales circunstancias pueden
acreditarse por medio de testigos, los que exclusiva-
mente servirán para acreditar los hechos por virtud
de los cuales no pueda el interesado presentar el do-
cumento; más de ninguna manera para hacer fe del
contenido de éste, el cual se probará. Sólo por confe-
sión de la contraparte, sin perjuicio de las pruebas
de otra clase para acreditar directamente la existen-
cia de la obligación o de la excepción que deba probar
el documento.

Artículo 286. El valor de la prueba testimonial
quedará al prudente arbitrio de la autoridad, quien
para apreciarla tendrá en consideración:

I. Que los testigos coincidan en lo esencial del acto
que refieran, aun cuando difieran en los accidentes;
II. Que declaren haber oído pronunciar las palabras,
presenciado el acto o visto el hecho material sobre el
que deponen;
III. Que por su edad, capacidad e instrucción, tengan
el criterio necesario para juzgar el acto;
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IV. Que por su probidad, por la independencia de su
posición o por sus antecedentes personales, tengan
completa imparcialidad;
V. Que por sí mismos conozcan los hechos sobre los
que declaran y no por inducciones ni referencias de
otras personas;
VI. Que la declaración sea clara, precisa, sin dudas,
ni reticencias sobre la sustancia del hecho y sus cir-
cunstancias esenciales;
VII. Que no hayan sido obligados por fuerza o miedo,
ni impulsados por engaño, error o soborno; y
VIII. Que den fundada razón de su dicho.

Artículo 287. Los mensajes de datos tendrán
valor probatorio pleno, salvo lo que dispongan al res-
pecto otras leyes en la materia que los regulen, cuando
se acredite lo siguiente:

I. Que contengan la firma electrónica certificada;
II. La fiabilidad del método en que hayan sido genera-
dos, archivados o conservados; y
III. Que se ha conservado la integridad de la informa-
ción a partir del momento en que se generaron por
primera vez en su forma definitiva como tales o en
alguna otra forma.

Artículo 288. Se considera que el contenido de
un mensaje de datos es íntegro cuando ha permane-
cido completo e inalterado, con independencia de los
cambios que hubiere podido sufrir el medio que lo
contiene, como resultado del proceso de comunica-
ción, archivo o presentación.

Artículo 289. Los certificados de firma electró-
nica tendrán valor probatorio pleno, salvo lo que
dispongan al respecto otras leyes en la materia que
ellas regulan y surtirán efectos jurídicos cuando es-
tén firmados electrónicamente por la autoridad
certificadora.

Artículo 290. Las presunciones legales que no
admiten prueba en contrario tendrán pleno valor pro-
batorio. Las demás presunciones legales tendrán el
mismo valor, mientras no sean destruidas.
El valor probatorio de las presunciones humanas,
quedará al prudente arbitrio de la autoridad.

Artículo 291. La valoración de las pruebas se
hará de acuerdo con las normas de este Capítulo, a
menos que por el enlace de las pruebas rendidas y de
las presunciones formadas, la autoridad adquiera con-
vicción distinta respecto del asunto.

Capítulo Octavo
De la Audiencia y Desahogo

de las Pruebas

Artículo 292. Contestada la demanda, su am-
pliación, en su caso, o transcurrido el plazo para
contestarla, oficiosamente el Tribunal señalará, si
existen pruebas pendientes de desahogo, día y hora
para la celebración de una audiencia, dentro de los
veinte días siguientes, en la que se desahogarán las
pruebas, salvo la inspeccional y la pericial que debe-
rán desahogarse antes de la audiencia. En caso de no
existir pruebas pendientes de desahogo, se citará a
una audiencia de alegatos dentro de los tres días si-
guientes.

Artículo 293. Abierta la audiencia, asistiendo
o no las partes, se procederá a desahogar las pruebas

testimonial y confesional, en su caso, y a recibir los
alegatos por escrito, debiéndose dictar la sentencia
que corresponda en la misma o dentro del plazo de
diez días.

Capítulo Noveno
De los Incidentes

Artículo 294. La promoción de cualquier inci-
dente notoriamente improcedente se desechará de
plano.

Artículo 295. Los incidentes que no tengan
señalada una tramitación especial, se sujetarán al
siguiente procedimiento:

Promovido el incidente, el instructor ordena-
rá correr traslado a las otras partes para que expresen,
dentro de los tres días siguientes, lo que a su interés
convenga. Si las partes promovieren pruebas o el juz-
gador las considera necesarias, se abrirá un periodo
probatorio de diez días, concluido el mismo, se citará
a la audiencia incidental, la que se verificará concu-
rran o no las partes. En caso de que no se hayan
ofrecido pruebas, ni el juzgador las estimare necesa-
rias, se citará a la audiencia mencionada.

Las pruebas deberán ofrecerse en el mismo
escrito en el que se interponga o conteste el inciden-
te.

En cualquiera de los casos anteriores, dentro
de los tres días siguientes, el juzgador dictará su re-
solución interlocutoria.

Artículo 296. Serán incidentes de previo y es-
pecial pronunciamiento que suspenden la tramitación
del proceso administrativo hasta su resolución:

I. La acumulación de autos; y
II. La nulidad de notificaciones.

Artículo 297. Procede la acumulación de dos o
más juicio pendientes de resolución, incluyendo los
que se tramiten por escrito y a través del juicio en
línea, cuando:

I. Las partes, siendo las mismas o diversas, comba-
tan el mismo acto o resolución e invoquen idénticos
conceptos de impugnación; o
II. Las partes, siendo las mismas o diversas, comba-
tan actos o resoluciones que aunque diversos, sean
unos antecedentes o consecuencia de otros y se ale-
guen idénticos conceptos de impugnación.

Artículo 298. El incidente a que se refiere el
artículo anterior, se tramitará ante la Sala que co-
nozca del juicio administrativo más antiguo, hasta
antes de la celebración de la audiencia final. La acu-
mulación podrá tramitarse de oficio.

Si de los procesos a acumular se tramita al-
guno a través del juicio en línea y otro en forma escrita,
se requerirá a los interesados y terceros en este últi-
mo para que manifiesten su conformidad de
substanciarlo mediante juicio en línea, si no lo hicie-
ron antes, si desean que el incidente se substancie
en juicio en línea deberán acreditar en tal caso haber
realizado los trámites necesarios para acceder al jui-
cio en línea.
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En caso de que manifieste su oposición, la
Sala dispondrá lo conducente para que se digitalicen
los documentos que dicho interesado o tercero pre-
sente, a fin de que se prosiga con la instrucción del
incidente en juicio en línea con relación a las demás
partes, y a su vez, se impriman y certifiquen las cons-
tancias de las actuaciones y documentación
electrónica, a fin de que se integren al expediente del
disconforme en forma escrita.

Artículo 299. Decretada la acumulación, la Sala
o Juzgado que conozca del proceso administrativo más
reciente enviará los autos al que conozca del más
antiguo, en un plazo que no excederá de tres días.

Artículo 300. El incidente de nulidad de notifi-
caciones se interpondrá dentro de los cinco días
siguientes a aquél en que se haya tenido conocimiento
de la notificación.

Si se declara la nulidad, se ordenará reponer
el procedimiento desde la fecha de la notificación
anulada. Asimismo, se podrá sancionar al actuario,
en los términos que señale la Ley de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos del
Estado de Guanajuato y sus Municipios.

Artículo 301. Se interrumpe el juicio adminis-
trativo por las siguientes causas:

I. Fallecimiento de la parte actora o del representan-
te legal de alguna de las partes;
II. Disolución o quiebra de la persona jurídico colec-
tiva; o
III. Desaparición del órgano de la administración pú-
blica.

Artículo 302. La interrupción del proceso ad-
ministrativo, procederá hasta antes de la celebración
de la audiencia, cuando se actualice cualquiera de
las causas contenidas en el artículo anterior.

Artículo 303. La interrupción del proceso ad-
ministrativo será de hasta seis meses, mientras se
apersone el representante legal de la parte actora o
el representante del órgano de la administración pú-
blica que asuma las facultades o atribuciones
correspondientes al órgano desaparecido. Si transcu-
rrido el término máximo de la interrupción no
comparece el representante legal de las partes, se
reanudará el proceso administrativo.

Capítulo Décimo
De la Sentencia

Artículo 304. La sentencia se ocupará exclusi-
vamente de las personas, acciones, excepciones y
defensas que hayan sido materia del proceso admi-
nistrativo.

Artículo 305. Las sentencias deberán conte-
ner:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controver-
tidos;
II. La valoración de las pruebas que se hayan rendi-
do;
III. Los fundamentos legales en que se apoyan; y
IV. Los puntos resolutivos.

Artículo 306. Los efectos de la sentencia se-
rán:

I. Reconocer, total o parcialmente, la legalidad y vali-
dez del acto o resolución impugnado;
II. Decretar, total o parcialmente, la nulidad del acto
o resolución combatido y las consecuencias que de
éstos se deriven;
III. Decretar la nulidad del acto o resolución impug-
nado, debiendo precisar con claridad la forma y
términos en que la autoridad deba cumplir;
IV. Modificar el acto o resolución impugnado;
V. Reconocer la existencia de un derecho; y
VI. En su caso, imponer la condena que corresponda.

Artículo 307. El juzgador deberá suplir la que-
ja deficiente planteada en la demanda, cuando:

I. El acto o resolución impugnado se hayan dictado
fuera de procedimiento, o habiéndolos dictado dentro
de un procedimiento legal, afecten la libertad perso-
nal del actor;
II. El actor manifieste suma ignorancia; o
III. El asunto planteado no rebase la cantidad de
multiplicar por ciento cincuenta la Unidad de Medida
y Actualización diaria.

Artículo 308. Se declarará que un acto o reso-
lución es nulo, cuando se demuestre alguna de las
siguientes causales:

I. Incompetencia del servidor público que lo haya dic-
tado, ordenado o tramitado el procedimiento del que
deriva;
II. Omisión de los requisitos formales exigidos en
las leyes, inclusive por la ausencia de fundamenta-
ción o motivación en su caso;
III. Vicios en el procedimiento que afecten la defensa
del particular;
IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron,
fueron distintos o se apreciaron en forma equivoca-
da, o bien se dictó en contravención de las
disposiciones aplicadas, dejando de aplicar las debi-
das; o
V. Cuando dictado en ejercicio de facultades discre-
cionales, no corresponda a los fines para los cuales
la Ley confiere dichas facultades.

El juzgador podrá hacer valer de oficio, por ser
de orden público, la incompetencia de la autoridad
para dictar el acto impugnado y la ausencia total de
fundamentación o motivación en el mismo.

Artículo 309. Serán declarados nulos los ac-
tos derivados de los reglamentos, decretos, circulares
y demás disposiciones de carácter general, que con-
travengan las disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución
Política para el Estado de Guanajuato, y de las leyes
que de una y otra emanen. Esta declaración sólo se
referirá al acto en concreto, sin hacer una declara-
ción general respecto de la disposición reclamada.

Artículo 310. Sólo una vez puede pedirse la
aclaración de sentencia y se promoverá ante quien
hubiese dictado la resolución, dentro de los tres días
siguientes de notificada ésta, señalando con toda pre-
cisión la contradicción, ambigüedad o confusión, cuya
aclaración se solicite.
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El juzgador resolverá dentro de los tres días
siguientes, sin que pueda variar la sustancia de la
resolución.

La resolución sobre la aclaración de una sen-
tencia, se considerará parte integrante de ésta, no
admitirá ningún recurso e interrumpirá el término para
impugnarla.

Capítulo Décimo Segundo
Del Juicio de Lesividad

Artículo 311. La autoridad emisora de actos o
resoluciones administrativas favorables a particula-
res, cuando no pueda anularlo o revocarlo por sí misma
por lo previsto en las leyes o reglamentos, podrá de-
ducir su acción de lesividad ante el Tribunal o Juzgado,
cuando:

I. Se afecten disposiciones de orden público o el inte-
rés social;
II. No exista fundamento legal para que la autoridad
emita la resolución favorable;
III. El interesado se haya conducido con dolo, mala fe
o violencia para conseguir la resolución favorable; o
IV. Se haya concedido un beneficio indebido al contri-
buyente.

Artículo 312. El procedimiento de lesividad sólo
podrá iniciarse a petición de la autoridad que emitió
la resolución favorable al particular, dentro del año
siguiente a la fecha en que se haya emitido el acto o
resolución, salvo que haya producido efectos de trac-
to sucesivo, caso en el que podrá demandar la
modificación o nulidad en cualquier época sin exce-
der de un año del último efecto, pero los efectos de la
sentencia en caso de ser total o parcialmente desfa-
vorable para el particular, sólo se retrotraerán al año
anterior a la presentación de la demanda.

Artículo 313. Los errores de carácter material
o aritméticos en los actos o resoluciones, podrán rec-
tificarse de manera oficiosa o a petición de parte.

El error material existe cuando se escriben
unas palabras por otras, se omita un dato circuns-
tancial o se equivoquen los nombres propios
ortográficamente; y, el error aritmético se da cuando
se equivoquen las cantidades o no coincidan las can-
tidades en número con las escritas en letra o
viceversa. En ambos casos, no debe cambiar el senti-
do de la resolución administrativa.

Capítulo Décimo Tercero
Procedimiento Sumario

Artículo 314. El procedimiento sumario será
alternativo al ordinario a solicitud del actor en asun-
tos que afecten la libertad personal o cuya cuantía no
exceda de quinientas veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización, o en el trámite de la
negativa ficta.

Un mismo asunto no podrá iniciarse en am-
bas vías. No procederá el procedimiento sumario
cuando exista tercero.

Artículo 315. El procedimiento iniciará con
demanda que se presentará por escrito con los mis-
mos requisitos que exige este Código y se hará
acompañar con las pruebas correspondientes.

Artículo 316. Recibida la demanda será turna-
da al Magistrado Instructor para su admisión o
desechamiento, que será resuelto dentro de los tres
días hábiles siguientes y notificados en el mismo pla-
zo.

Artículo 317. En caso de admisión de la de-
manda, se correrá traslado de la misma a la autoridad
responsable, la que deberá rendir informe dentro de
los cinco días hábiles siguientes.

Si no se recibe el informe por parte de la au-
toridad se tendrán por ciertos los hechos imputados.

Artículo 318. Se citará para audiencia de des-
ahogo de pruebas y alegatos en el término de cinco
días hábiles siguientes. Si la parte actora no compa-
rece se tendrá por no ofrecidas ni desahogadas las
pruebas que hubiere ofrecido; si la parte demandada
no comparece de igual forma se tendrá por no ofreci-
das ni desahogadas las pruebas.

Artículo 319. La audiencia se desahogará en
presencia del magistrado instructor, comenzará con
la exposición por parte del actor o su representante
de la pretensión y sus fundamentos; acto seguido se
concederá la palabra a la autoridad o su representan-
te para los efectos de la justificación de la defensa.

El magistrado elaborará la sentencia en el
plazo de cinco días hábiles siguientes al desahogo de
la audiencia de pruebas y alegatos.

Capítulo Décimo Cuarto
Juicio en Línea

Artículo 320. El juicio administrativo podrá
promoverse, substanciarse y resolverse en línea, a
través del SIT que deberá establecer y desarrollar el
Tribunal, en términos de lo dispuesto por el presente
Capítulo y las demás disposiciones específicas que
resulten aplicables de este Código.

Solo el particular tendrá esta opción. En todo
lo no previsto, se aplicarán las demás disposiciones
que resulten aplicables de este ordenamiento.

Artículo 321. Cuando el demandante ejerza su
derecho a presentar su demanda en línea a través del
SIT, las autoridades demandadas deberán compare-
cer y tramitar el juicio en la misma vía.

Si el demandante no señala expresamente su
dirección de Correo Electrónico, se tramitará el Jui-
cio en la vía tradicional y el acuerdo correspondiente
se notificará por lista y en el Boletín Procesal del Tri-
bunal.

Artículo 322 Cuando la demandante sea una
autoridad, el particular demandado, al contestar la
demanda, tendrá derecho a ejercer su opción para que
el juicio se tramite y resuelva en línea conforme a las
disposiciones de este Capítulo, señalando para ello
su domicilio y dirección de Correo Electrónico.

A fin de emplazar al particular demandado, el
Secretario de Acuerdos que corresponda, imprimirá y
certificará la demanda y sus anexos que se notifica-
rán de manera personal.
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Si el particular rechaza tramitar el juicio en
línea contestará la demanda mediante el Juicio en la
vía tradicional.

Artículo 323. En el SIT se integrará el Expe-
diente Electrónico, mismo que incluirá todas las
promociones, pruebas y otros anexos que presenten
las partes, oficios, acuerdos, y resoluciones tanto
interlocutorias como definitivas, así como las demás
actuaciones que deriven de la substanciación del jui-
cio en línea, garantizando su seguridad,
inalterabilidad, autenticidad, integridad y durabilidad,
conforme a los lineamientos que expida el Tribunal.

En los juicios en línea, la autoridad requeri-
da, desahogará las pruebas testimoniales utilizando
el método de videoconferencia, cuando ello sea posi-
ble.

Artículo 324. La Firma Electrónica Avanzada,
Clave de Acceso y Contraseña se proporcionarán, a
través del SIT, previa obtención del registro y autori-
zación correspondientes. El registro de la Firma
Electrónica Avanzada, Clave de Acceso y Contraseña,
implica el consentimiento expreso de que dicho sis-
tema registrará la fecha y hora en la que se abran los
archivos electrónicos, que contengan las constancias
que integran el Expediente Electrónico, para los efec-
tos legales establecidos en este ordenamiento.

Para hacer uso del SIT deberán observarse
los lineamientos que, para tal efecto, expida el Tribu-
nal.

Artículo 325. La Firma Electrónica Avanzada
producirá los mismos efectos legales que la firma
autógrafa y garantizará la integridad del documento,
teniendo el mismo valor probatorio.

Artículo 326. Solamente, las partes, las per-
sonas autorizadas y delegados tendrán acceso al
Expediente Electrónico, exclusivamente para su con-
sulta, una vez que tengan registrada su Clave de
Acceso y Contraseña.

Artículo 327. Los titulares de una Firma Elec-
trónica Avanzada, Clave de Acceso y Contraseña serán
responsables de su uso, por lo que el acceso o recep-
ción de las notificaciones, la consulta al Expediente
Electrónico y el envío de información mediante la uti-
lización de cualquiera de dichos instrumentos, les
serán atribuibles y no admitirán prueba en contrario,
salvo que se demuestren fallas del SIT.

Artículo 328. Una vez recibida por vía electró-
nica cualquier promoción de las partes, el SIT emitirá
el Acuse de Recibo Electrónico correspondiente, se-
ñalando la fecha y la hora de recibido.

Artículo 329. Cualquier actuación en el Juicio
en Línea se efectuará a través del SIT en términos
del presente capítulo. Dichas actuaciones serán vali-
dadas con las firmas electrónicas avanzadas de los
Magistrados y Secretarios de Acuerdos que den fe
según corresponda.

Artículo 330. Los documentos que las partes
ofrezcan como prueba, incluido el expediente admi-
nistrativo, deberán exhibirlos de forma legible a través
del SIT.

Tratándose de documentos digitales, se de-
berá manifestar la naturaleza de los mismos,
especificando si la reproducción digital corresponde a
una copia simple, una copia certificada o al original y
tratándose de esta última, si tiene o no firma autó-
grafa. Los particulares deberán hacer esta
manifestación bajo protesta de decir verdad, la omi-
sión de la manifestación presume en perjuicio sólo
del promovente, que el documento digitalizado corres-
ponde a una copia simple.

Las pruebas documentales que ofrezcan y
exhiban las partes tendrán el mismo valor probatorio
que su constancia física, siempre y cuando se obser-
ven las disposiciones del presente código y de los
acuerdos normativos que emita el Tribunal para ase-
gurar la autenticidad de la información, así como de
su transmisión, recepción, validación y notificación.

Artículo 331 Para el caso de pruebas diversas
a las documentales, los instrumentos en los que se
haga constar la existencia de dichas pruebas se inte-
grarán al Expediente Electrónico. El Secretario de
Acuerdos a cuya mesa corresponda el asunto, deberá
digitalizar las constancias relativas y procederá a la
certificación de su cotejo con los originales físicos,
así como a garantizar el resguardo de los originales y
de los bienes materiales que en su caso hubieren
sido objeto de prueba.

Para el caso de pruebas diversas a las docu-
mentales, éstas deberán ofrecerse en la demanda y
ser presentadas al Magistrado que esté conociendo
del asunto, en la misma fecha en la que se registre
en el SIT la promoción correspondiente a su ofreci-
miento, haciendo constar su recepción por vía
electrónica.

Artículo 332. Para los juicios que se substan-
cien en términos de este capítulo no será necesario
que las partes exhiban copias para correr los trasla-
dos que el código establece, salvo que hubiese tercero
interesado, en cuyo caso, a fin de correrle traslado, el
demandante deberá presentar la copia de traslado con
sus respectivos anexos.

En el escrito a través del cual el tercero inte-
resado se apersone en juicio, deberá precisar si desea
que el juicio se continúe substanciando en línea y
señalar en tal caso, su dirección de correo electróni-
co. En caso de que manifieste su oposición, el Pleno
dispondrá lo conducente para que se digitalicen los
documentos que dicho tercero presente, a fin de que
se prosiga con la instrucción del juicio en línea con
relación a las demás partes, y a su vez, se impriman
y certifiquen las constancias de las actuaciones y
documentación electrónica, a fin de que se integre el
expediente del tercero en un juicio en la vía tradicio-
nal.

Artículo 333. Las notificaciones que se practi-
quen dentro del juicio en línea, se efectuarán
conforme a lo siguiente:

I. Todas las actuaciones y resoluciones que conforme
a las disposiciones de este código deban notificarse
en forma personal, mediante correo certificado con
acuse de recibo, o por oficio, se deberán realizar a
través del SIT;
II. El actuario deberá elaborar la minuta electrónica
en la que precise la actuación o resolución a notifi-
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car, así como los documentos que se adjunten a la
misma. Dicha minuta, que contendrá la Firma Elec-
trónica Avanzada del actuario, será ingresada al SIT
junto con la actuación o resolución respectiva y los
documentos adjuntos;
III. El actuario enviará a la Dirección de Correo Elec-
trónico de la o las partes a notificar, un aviso
informándole que se ha dictado una actuación o re-
solución en el Expediente Electrónico, la cual está
disponible en el SIT;
IV. El SIT registrará la fecha y hora en que se efectúe
el envío señalado en la fracción anterior;
V. Se tendrá como legalmente practicada la notifica-
ción, conforme a lo señalado en las fracciones
anteriores, cuando el SIT genere el Acuse de Recibo
Electrónico donde conste la fecha y hora en que la o
las partes notificadas ingresaron al Expediente Elec-
trónico, lo que deberá suceder dentro del plazo de
tres días hábiles siguientes a la fecha de envío del
aviso a la Dirección de Correo Electrónico de la o las
partes a notificar; y,
VI. En caso de que en el plazo señalado en la fracción
anterior, el SIT no genere el acuse de recibo donde
conste que la notificación fue realizada, la misma se
efectuará mediante lista al cuarto día hábil contado a
partir de la fecha de envío del correo electrónico, fe-
cha en que se tendrá por legalmente notificado.

Artículo 334. Para los efectos del Juicio en Lí-
nea son hábiles las veinticuatro horas de los días en
que se encuentren abiertas al público las Oficinas
del Tribunal.

Las promociones se considerarán, salvo prue-
ba en contrario, presentadas el día y hora que conste
en el Acuse de Recibo Electrónico que emita el SIT,
en el lugar en donde el promovente tenga su domici-
lio fiscal, por recibidas, en el lugar del Tribunal.
Tratándose de un día inhábil se tendrán por presen-
tadas el día hábil siguiente.

Artículo 335. Las autoridades cuyos actos sean
susceptibles de impugnarse ante el Tribunal, debe-
rán registrar en la Secretaría de Acuerdos o ante la
Presidencia del Tribunal, según corresponda, la Di-
rección de Correo Electrónico Institucional, así como
el domicilio oficial de las unidades administrativas a
las que corresponda su representación en los juicios
administrativos, para el efecto de emplazarlas elec-
trónicamente a juicio en aquellos casos en los que
tengan el carácter de autoridad demandada.

En el caso de que las autoridades demanda-
das no cumplan con esta obligación, todas las
notificaciones que deben hacerse, incluyendo el em-
plazamiento, se harán por lista, hasta que se cumpla
con dicha formalidad.

Artículo 336. Para la presentación y trámite
de los recursos de revisión y juicios de amparo que
se promuevan contra las actuaciones y resoluciones
derivadas del Juicio en Línea, no será aplicable lo
dispuesto en el presente Capítulo.

El Secretario General de Acuerdos del Tribu-
nal, Secretarios de Estudio y Cuenta y Secretarios de
Acuerdos según corresponda, deberán imprimir el ar-
chivo del Expediente Electrónico y certificar las
constancias del juicio que deban ser remitidos a los
Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Cir-

cuito, cuando se impugnen resoluciones de los jui-
cios correspondientes a su mesa.

Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos ca-
sos en que así lo solicite el Juzgado de Distrito o el
Tribunal Colegiado, se podrá remitir la información a
través de medios electrónicos.

Artículo 337. En caso que el Tribunal advierta
que alguna persona modificó, alteró, destruyó o pro-
vocó la pérdida de información contenida en el SIT,
se tomarán las medidas de protección necesarias, para
evitar dicha conducta hasta que concluya el juicio, el
cual se continuará tramitando a través de un juicio
en la vía tradicional.

Si el responsable es usuario del Sistema, se
cancelará su Firma Electrónica Avanzada, Clave y
Contraseña para ingresar al SIT y no tendrá posibili-
dad de volver a promover juicios en línea.

Sin perjuicio de lo anterior, y de las respon-
sabilidades penales respectivas, se impondrá al
responsable una multa de trescientas a quinientas
veces el valor diario de la unidad de medida y actuali-
zación al momento de cometer la infracción.

Artículo 338. Cuando por caso fortuito, fuerza
mayor o por fallas técnicas se interrumpa el funcio-
namiento del SIT, haciendo imposible el cumplimiento
de los plazos establecidos en el Código, las partes
deberán dar aviso al Magistrado correspondiente en
la misma promoción sujeta a término, quien pedirá
un reporte al titular de la unidad administrativa del
Tribunal responsable de la administración del Siste-
ma sobre la existencia de la interrupción del servicio.

El reporte que determine que existió interrup-
ción en el Sistema deberá señalar la causa y el tiempo
de dicha interrupción, indicando la fecha y hora de
inicio y término de la misma. Los plazos se suspen-
derán, únicamente, el tiempo que dure la interrupción
del Sistema. Para tal efecto, el Pleno hará constar
esta situación mediante acuerdo en el expediente
electrónico y, considerando el tiempo de la interrup-
ción, realizara el computo correspondiente, para
determinar si hubo o no incumplimiento de los pla-
zos legales.

Capitulo Décimo Quinto
Procedimientos de Responsabilidades

Administrativas Graves

Artículo 339. En los asuntos relacionados con
faltas administrativas graves o faltas de particulares,
se deberá proceder de conformidad con lo siguiente:

I. A más tardar dentro de los tres días hábiles si-
guientes de haber concluido la Audiencia Inicial, la
Autoridad substanciadora deberá, bajo su responsa-
bilidad, enviar a este Tribunal los autos originales
del expediente, así como notificar a las partes de la
fecha de su envío, indicando el domicilio de este Tri-
bunal encargado de la resolución del asunto;
II. Cuando el magistrado Especializado reciba el ex-
pediente, bajo su más estricta responsabilidad, deberá
verificar que la falta descrita en el Informe de Pre-
sunta Responsabilidad Administrativa sea de las
consideradas como graves. En caso de no serlo, fun-
dando y motivando debidamente su resolución,
enviará el expediente respectivo a la Autoridad Subs-
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tanciadora que corresponda para que continúe el pro-
cedimiento en términos de lo dispuesto en el artículo
anterior;
III. De igual forma, de advertir el Magistrado especia-
lizado que los hechos descritos por la Autoridad
Investigadora en el Informe de Presunta Responsa-
bilidad Administrativa corresponden a la descripción
de una falta grave diversa, le ordenará a ésta realice
la reclasificación que corresponda, pudiendo señalar
las directrices que considere pertinentes para su de-
bida presentación, para lo cual le concederá un plazo
de tres días hábiles;
IV. En caso de que la Autoridad Investigadora se nie-
gue a hacer la reclasificación, bajo su más estricta
responsabilidad así lo hará saber a este Tribunal fun-
dando y motivando su proceder. En este caso, el
Tribunal continuará con el procedimiento de respon-
sabilidad administrativa;
V. Una vez que el Tribunal haya decidido que el asun-
to corresponde a su competencia y en su caso, se
haya solventado la reclasificación, deberá notificar
personalmente a las partes sobre la recepción del
expediente;
VI. Cuando conste en autos que las partes han que-
dado notificadas, dictará dentro de los quince días
hábiles siguientes el acuerdo de admisión de prue-
bas que corresponda, donde deberá ordenar las
diligencias necesarias para su preparación y desaho-
go;
VII. Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas
por las partes, y si no existieran diligencias pendien-
tes para mejor proveer o más pruebas que desahogar,
el magistrado especializado declarará abierto el pe-
riodo de alegatos por un término de cinco días hábiles
comunes para las partes;
VIII. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, de
oficio, se declarará cerrada la instrucción y citará a
las partes para oír la resolución que corresponda, la
cual deberá dictarse en un plazo no mayor a treinta
días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez
por otros treinta días hábiles más, cuando la comple-
jidad del asunto así lo requiera debiendo expresar
los motivos para ello; y,
IX. La resolución, deberá notificarse personalmente
al presunto responsable. En su caso, se notificará a
los denunciantes únicamente para su conocimiento,
y al jefe inmediato o al titular de la dependencia o
entidad, para los efectos de su ejecución, en un plazo
no mayor de diez días hábiles.

Título Quinto
Recursos

Capítulo Primero
Del Recurso de Reconsideración

Artículo 340. El recurso de reclamación proce-
derá:

I. Contra los acuerdos o resoluciones emitidas por
las salas del Tribunal que:

a) Desechen o tengan por no presentada la demanda,
la contestación o la ampliación de ambas;
b) Desechen o tengan por no ofrecida alguna prueba;
c) Concedan, nieguen o revoquen la suspensión;
d) Concedan o nieguen el sobreseimiento decretado
en auto o en sentencia; y
E) Admitan o nieguen la intervención del tercero; y

II. Contra sentencias emitidas por las salas del Tri-
bunal.

Artículo 341. El recurso de reconsideración
podrá ser promovido por cualquiera de las partes, con
excepción del supuesto previsto en la fracción II del
artículo anterior, que será exclusivo para las autori-
dades.

Se interpondrá, mediante escrito con la ex-
presión de agravios ante la Sala que haya dictado el
acuerdo, resolución o sentencia que se combate, den-
tro de los diez días siguientes a aquél en que surta
efectos la notificación respectiva. Si el escrito men-
cionado no contiene expresión de agravios, se
declarará desierto el recurso.

Artículo 342. Interpuesto el recurso, el Magis-
trado sin más trámite, ordenará que se asiente
certificación de la fecha en que se notificó el acuerdo,
resolución o sentencia recurrida, así como la fecha
de recepción del recurso y mandará el expediente al
Presidente del Tribunal, quien acordará sobre su ad-
misión.

Artículo 343. En caso de admitir el recurso, el
Presidente del Tribunal designará al Magistrado po-
nente, quien no podrá ser el que hubiera emitido la
resolución impugnada y lo substanciará corriendo tras-
lado con copia del recurso, cuando así procediere a
las otras partes para que dentro de cinco días, expre-
sen lo que a su interés convenga.

Transcurridos los cinco días, el Presidente
remitirá los autos al Magistrado ponente para que
dentro de diez días formule el proyecto de resolución
que someterá al Pleno y éste resolverá dentro de los
diez días siguientes, dictando la resolución que pro-
ceda.

Capitulo Segundo
Recurso de Apelación

Artículo 344. Las resoluciones de los magis-
trados unitarios que pongan fin al juicio
administrativo, podrán ser impugnadas por las par-
tes mediante el recurso de apelación, ante el pleno
del Tribunal, ya sea por violaciones en la propia reso-
lución o dentro del proceso que trasciendan al sentido
de la misma.

Artículo 345. El recurso se interpondrá ante el
magistrado unitario, con la expresión de agravios den-
tro de los diez días siguientes a aquél en que surta
efectos la notificación de la resolución impugnada;
señalando domicilio para oír y recibir notificaciones.
El magistrado unitario, sin más trámite, ordenará que
se asiente certificación de la fecha en que se notificó
la resolución recurrida, así como de la fecha de pre-
sentación del recurso y remitirá el expediente a la
Secretaría General de Acuerdos del Tribunal para que
la turne al ponente que corresponda, la que acordará
sobre su admisión.

Artículo 346. Si el recurso no contiene la ex-
presión de agravios, se declarará desierto. Una vez
admitido, la Sala del Tribunal lo substanciará corrien-
do traslado con copia del mismo a las otras partes
para que, dentro de cinco días, expresen lo que a su
interés convenga.
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Transcurrido ese plazo, el Magistrado dentro de los
diez días siguientes, dictará la resolución que proce-
da, la que no admitirá recurso alguno.

Título Sexto
Ejecución de la Sentencia

Capítulo Primero
Del Cumplimiento y Ejecución

de la Sentencia

Artículo 347. La cosa juzgada es la verdad le-
gal y contra ella no es admisible recurso, ni prueba
alguna, salvo los casos expresamente determinados
por la ley. Hay cosa juzgada cuando la sentencia ha
causado ejecutoria.

La declaración de que una sentencia ha cau-
sado ejecutoria se hará de oficio y no admite recurso
alguno. La que favorezca a un particular o contenga
una obligación de hacer o de condena, deberá comu-
nicarse a la autoridad correspondiente previniéndola
y conminándola a rendir un informe dentro de los
quince días hábiles siguientes.

Artículo 348. Causa ejecutoria la sentencia
dictada en los siguientes casos:

I. Cuando no admite ningún medio de impugnación;
II. Cuando admitiendo algún medio de impugnación,
no fuere recurrida dentro del término establecido;
III. Cuando interpuesto algún medio de impugnación,
éste se declare improcedente o el actor se haya de-
sistido del mismo; y,
IV. La sentencia consentida expresamente por las
partes, sus representantes legítimos o sus mandata-
rios con poder bastante.
Las resoluciones causan ejecutoria por ministerio de
ley.

Artículo 349. Si dentro del término a que se
refiere el artículo anterior, la autoridad no cumple
con la sentencia o su cumplimiento es excesivo o
defectuoso; o, habiéndola cumplido, en cualquier tiem-
po repite el acto declarado inválido o nulo; o bien, no
rinde el informe que corresponda, se le aplicará una
multa de cien a cinco mil veces el valor diario de la
unidad de medida y actualización. Independientemente
de esta sanción, se comunicará al superior jerárqui-
co de la autoridad de que se trate, la actitud de
desobediencia, a fin de que lo conmine al cumplimien-
to de la resolución.

Si no obstante los requerimientos y sancio-
nes anteriores, no se da cumplimento a la sentencia,
el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa, a
petición de parte, podrá decretar la destitución del
servidor público responsable del incumplimiento. Ex-
cepto de aquellos que hayan sido electos por votación
popular; en este último caso se dará inicio a los pro-
cedimientos constitucionales de separación del cargo.

Las medidas mencionadas en este capítulo
también serán aplicables cuando no se cumplimente
en sus términos la suspensión que se hubiere decre-
tado respecto del acto reclamado. En este caso, cuando
la violación no esté debidamente acreditada en au-

tos, el Pleno requerirá a la autoridad correspondien-
te para que rinda un informe al respecto dentro de
las veinticuatro horas siguientes. Si no lo rindiere se
tendrá por acreditada la violación, procediendo a la
aplicación de las sanciones correspondientes y orde-
nando nuevamente su cumplimiento dentro de las
veinticuatro horas siguientes. Los actos o procedi-
mientos que hubieren motivado la violación a la
suspensión, se declararán sin efectos jurídicos por
el Pleno.

Artículo 350. Si dentro de los quince días há-
biles siguientes a aquél en que haya causado
ejecutoria la sentencia, ésta no se cumpliere, el Tri-
bunal de oficio o a petición de parte, hará uso de los
medios de apremio previstos por este Código.

Si una vez agotados los medios de apremio,
persistiere el incumplimiento de la sentencia, el Tri-
bunal podrá decretar la destitución del servidor público
que la incumplió.

En caso de que el incumplimiento sea reali-
zado por una autoridad que requiera juicio de
procedencia para su destitución, se procederá con-
forme a la ley de la materia.

Las sanciones, también serán procedentes
cuando no se cumplimente en sus términos la sus-
pensión que se hubiere decretado respecto al acto
impugnado.

Artículo 351. En caso de incumplimiento in-
justificado de la sentencia, se procederá como sigue:

I. Se fijará multa de entre cien y quinientas veces el
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización,
tomando en cuenta la gravedad del incumplimiento y
las consecuencias que ello hubiere ocasionado, re-
quiriéndola a cumplir con la sentencia en el término
de tres días hábiles y previniéndole, además, de que
en caso de renuencia, se le impondrán nuevas mul-
tas en los términos de esta fracción, lo que se
informará al superior jerárquico de la autoridad de-
mandada;
II. Si al concluir el plazo mencionado en la fracción
anterior, persistiere la renuencia de la autoridad de-
mandada a cumplir con lo sentenciado, el Tribunal
podrá requerir al superior jerárquico de aquélla para
que en el plazo de tres días hábiles la obligue a cum-
plir sin demora;
III. De persistir el incumplimiento, se impondrá al
superior jerárquico una multa de apremio de confor-
midad con lo establecido por la fracción I; y,
IV. Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Sala
podrá comisionar al funcionario jurisdiccional que, por
la índole de sus funciones estime más adecuado, para
que dé cumplimiento a la sentencia.

Artículo 352. Lo dispuesto en el artículo ante-
rior también será aplicable cuando no se cumplimente
en los términos ordenados la suspensión que se de-
crete, respecto del acto impugnado en el juicio o en
relación con la garantía que deba ser admitida.

Transcurridos los plazos señalados en las
fracciones anteriores, el Tribunal pondrá en conoci-
miento del Órgano Interno correspondiente los
hechos, a fin de que éste determine la responsabili-
dad del funcionario responsable del incumplimiento.
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Capítulo Segundo
Del Recurso de Queja

Artículo 353. La queja se presentará ante el
Pleno y procederá en contra de los siguientes actos:

I. Resolución que repita indebidamente la resolución
anulada o la que incurra en exceso o en defecto, cuan-
do se dicte pretendiendo acatar una sentencia;
II. Resolución definitiva emitida y notificada después
de concluido el plazo, cuando se trate de una senten-
cia dictada, que obligó a la autoridad demandada a
iniciar un procedimiento o a emitir una nueva resolu-
ción, siempre y cuando se trate de un procedimiento
oficioso;
III. Omisión de la autoridad de dar cumplimiento a la
sentencia; o,
IV. Incumplimiento a la orden de suspensión defini-
tiva de la ejecución del acto impugnado.

La queja podrá hacerse valer por una sola vez,
con excepción de los supuestos contemplados en la
fracción III y IV, caso en el que se podrá interponer
en contra de las resoluciones dictadas en cumplimien-
to a esta instancia.

Artículo 354. La queja se interpondrá por es-
crito acompañado, si la hay, de la resolución motivo
de la queja, así como de una copia para la autoridad
responsable, se presentará ante el Pleno, dentro de
los quince días hábiles siguientes a aquél en que
surtió efectos la notificación del acto, resolución o
manifestación que la provoca. En el supuesto previs-
to en la fracción III del artículo anterior, el quejoso
podrá interponer su queja en cualquier tiempo, salvo
que haya prescrito su derecho.

En dicho escrito se expresarán las razones
por las que se considera que hubo exceso o defecto;
repetición del acto impugnado o del efecto de éste;
que exista preclusión respecto de la oportunidad de
la autoridad demandada para emitir la resolución de-
finitiva con la que concluya el procedimiento ordenado;
o bien, que procede el cumplimiento sustituto.

Artículo 355. El Presidente del Pleno ordenará
a la autoridad a quien se impute el incumplimiento,
que rinda informe dentro del plazo de cinco días hábi-
les sobre el acto que provocó la queja. Vencido el plazo
mencionado, con informe o sin él, se dará cuenta a la
Sala, la que resolverá dentro de los cinco días hábi-
les siguientes.

Durante el trámite de la queja se suspenderá
el procedimiento administrativo de ejecución que en
su caso existiere.

Artículo 356. La resolución que recaiga a la
queja interpuesta podrá tener los efectos siguientes:

I. En caso de repetición de la resolución anulada, el
Pleno hará la declaratoria correspondiente, anulando
la resolución repetida y la notificará a la autoridad
responsable de la repetición, previniéndole se abs-
tenga de incurrir en nuevas repeticiones. Además, al
resolver la queja, el Pleno impondrá la multa y orde-
nará se envíe el informe al superior jerárquico,
establecidos por las fracciones I y II del artículo 352;
II. Si el Pleno resuelve que hubo exceso o defecto en
el cumplimiento, dejará sin efectos la resolución que
provocó la queja y concederá a la autoridad demanda-

da veinte días hábiles para que dé el cumplimiento
debido al fallo, precisando la forma y términos con-
forme a los cuales deberá cumplir;
III. Si el Pleno comprueba que la resolución a que se
refiere la fracción II del artículo 352, se emitió des-
pués de concluido el plazo legal, anulará ésta,
declarando la preclusión de la oportunidad de la au-
toridad demandada para dictarla y ordenará se
comunique esta circunstancia al superior jerárquico
de ésta, para que disponga su cumplimiento en los
términos de la sentencia;
IV. En el supuesto de omisión, se estará a lo dis-
puesto por el artículo 352, pero en caso de que la
autoridad persista en no dar cumplimiento a la sen-
tencia, se dará vista al Ministerio Público. En caso de
que la autoridad sea sujeto de juicio político se hará
del conocimiento del Congreso del Estado;
V. En el supuesto comprobado y justificado de impo-
sibilidad de cumplir con la sentencia, el Pleno
declarará procedente el cumplimiento sustituto y or-
denará instruir el incidente respectivo;
VI. En el supuesto de incumplimiento a la orden de
suspensión definitiva de la ejecución del acto impug-
nado el Magistrado Instructor pedirá un informe a la
autoridad a quien se impute el incumplimiento de la
sentencia interlocutoria que hubiese otorgado la sus-
pensión definitiva, que deberá rendir dentro del plazo
de cinco días hábiles, en el que, en su caso, se justi-
ficará el acto o la omisión que provocó la queja.
Vencido dicho plazo, con informe o sin él, el Magis-
trado resolverá en un plazo máximo de cinco días
hábiles;
VII. Si el Magistrado Instructor resuelve que hubo
incumplimiento de la suspensión otorgada, declarará
la nulidad de las actuaciones realizadas en violación
a la suspensión. La resolución a que se refiere esta
fracción se notificará también al superior del funcio-
nario responsable, entendiéndose por éste al que
incumpla la suspensión decretada, para que proceda
jerárquicamente y el Magistrado Instructor impondrá
al funcionario responsable o autoridad renuente, una
multa equivalente a un mínimo de quince veces el
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización,
sin exceder del equivalente a cuarenta y cinco veces
del mismo;
VIII. En caso de que la autoridad persista en no dar
cumplimiento a la sentencia, se estará a lo dispues-
to en las fracciones III y IV del artículo 352; si aún la
autoridad continuara renuente a cumplir se dará vis-
ta al Ministerio Público. En caso de que la autoridad
sea sujeto de juicio político se hará del conocimiento
del Congreso.

Artículo 357. A quien promueva una queja no-
toriamente improcedente, entendiendo por ésta la que
se interponga contra actos que no constituyan reso-
lución administrativa definitiva, se le impondrá una
multa en monto equivalente a entre cien y doscien-
tas veces el valor diario de la Unidad de Medida y
Actualización, y, en caso de haberse suspendido la
ejecución, se considerará este hecho como agravante
para graduar la sanción que en definitiva se imponga.

Existiendo resolución administrativa defini-
tiva, si el Pleno considera que la queja es
improcedente, prevendrán al actor para que dentro de
los treinta días hábiles siguientes a aquél en que
surta efectos la notificación del auto respectivo, la
presente como demanda, cumpliendo los mismos re-
quisitos previstos en este Código, ante el mismo
Magistrado Instructor que conoció del primer juicio,
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la que será turnada al mismo Magistrado Instructor
de la queja.

Capítulo Décimo Sexto
Cumplimiento y Ejecución de Sanciones

por Faltas Administrativas Graves
y Faltas de Particulares

Artículo 359. Las sanciones económicas im-
puestas por este Tribunal constituirán créditos
fiscales a favor de la Hacienda Pública Estatal o Mu-
nicipal, o del patrimonio de los Órganos del Estado,
según corresponda. Dichos créditos fiscales se ha-
rán efectivos mediante el procedimiento administrativo
de ejecución, por la Secretaría de Finanzas y Admi-
nistración, a la que será notificada la resolución
emitida.

Artículo 360. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine la plena res-
ponsabilidad de un Servidor Público por faltas
administrativas graves, el Magistrado, sin que sea
necesario que medie petición de parte y sin demora
alguna, girará oficio por el que comunicará la senten-
cia respectiva así como los puntos resolutivos de ésta
para su cumplimiento, de conformidad con las siguien-
tes reglas:

I. Cuando el servidor público haya sido suspendido,
destituido o inhabilitado, se dará vista a su superior
jerárquico y a la Secretaría; y,
II. Cuando se haya impuesto una indemnización y/o
sanción económica al responsable, se dará vista a la
Secretaría de Finanzas y Administración.

En el oficio respectivo, el Tribunal prevendrá
a las autoridades señaladas para que informen, den-
tro del término de diez días hábiles, sobre el
cumplimiento que den a la sentencia en los casos a
que se refiere la fracción I de este artículo. En el caso
de la fracción II, la Secretaría de Finanzas y Adminis-
tración informará al Tribunal en un periodo de treinta
días naturales sobre su cumplimiento, de la indem-
nización y la sanción económica que corresponda.

Artículo 361. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine la comisión de
faltas de particulares, el Tribunal, sin que sea nece-
sario que medie petición de parte y sin demora alguna,
girará oficio por el que comunicará la sentencia res-
pectiva, así como los puntos resolutivos de esta para
su cumplimiento, de conformidad con las siguientes
reglas:

I. Cuando el particular haya sido inhabilitado para
participar con cualquier carácter en adquisiciones,
arrendamientos, servicios u obras públicas, el Tribu-
nal ordenará su publicación al Director del Periódico
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de
Michoacán de Ocampo; y,
II. Cuando se haya impuesto una indemnización y/o
sanción económica al responsable, se dará vista a la
Secretaría de Finanzas y Administración.

Artículo 362. Cuando el particular tenga ca-
rácter de persona moral, sin perjuicio de lo establecido
en el artículo que antecede, el Tribunal girará oficio
por el que comunicará la sentencia respectiva, así
como los puntos resolutivos de ésta para su cumpli-
miento, de conformidad con las siguientes reglas:

I. Cuando se decrete la suspensión de actividades de
la sociedad respectiva, se dará vista a la Secretaría
de Desarrollo Económico, y a la Secretaria de Finan-
zas y Administración, se inscribirá en el Registro
Público de la Propiedad Raíz y del Comercio y se hará
publicar un extracto que contenga la resolución y efec-
tos de la sentencia que decrete esta medida, en el
Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Es-
tado de Michoacán de Ocampo; y
II. Cuando se decrete la disolución de la sociedad
respectiva, los responsables procederán de conformi-
dad con la Ley General de Sociedades Mercantiles en
materia de disolución y liquidación de las socieda-
des, o en su caso, conforme a lo estipulado en el
Código Civil para el Estado de Michoacán de Ocampo,
según corresponda, y las demás disposiciones apli-
cables.

Artículo 363. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine que no existe
una falta administrativa grave o faltas de particula-
res, el Tribunal, sin que sea necesario que medie
petición de parte y sin demora alguna, girará oficio
por el que comunicará la sentencia respectiva, así
como los puntos resolutivos de ésta para su cumpli-
miento. En los casos en que haya decretado la
suspensión del servidor público en su empleo, cargo
o comisión, ordenará la restitución inmediata del
mismo.

Artículo 364. El incumplimiento de las medi-
das cautelares previstas en la presente Ley por parte
del jefe inmediato, del titular del Órgano del Estado
correspondiente o de cualquier otra autoridad obliga-
da a cumplir con dicha disposición, será causa de
responsabilidad administrativa en los términos de la
Ley.

Mientras no se dicte sentencia definitiva el
Magistrado que hubiere conocido del incidente, podrá
modificar o revocar la resolución que haya decretado
o negado las medidas cautelares, cuando ocurra un
hecho superveniente que lo justifique.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. El presente Decreto entrará
en vigor el día siguiente a su publicación.

Artículo Segundo. Los asuntos en trámite a la
entrada en vigor del presente Código, seguirán sus-
tanciándose conforme a la legislación con la que se
iniciaron.

Artículo Tercero. Se derogan las disposiciones
legales y administrativas en lo que se opongan al pre-
sente Código.

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Mi-
choacán, a 24 de noviembre de 2016.

Atentamente

Dip. Raymundo Arreola Ortega
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